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	Fecha y hora de lectura:
	Mayo 26 de 2017. Hora: 9:21 a.m.

	Imputados: 
	Wilson López Hincapié, Enrique García Marulanda, y Edilson Alonso Ossa Peña

	Cédulas de ciudadanía:
	10.027.126, 10.095.043, y 18.618.998 expedidas las dos primeras en Pereira, y la última en Santa Rosa de Cabal (Rda.), respectivamente 

	Delito:
	Homicidio agravado y otros

	Víctima:
	José Argemiro Cárdenas Agudelo 

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) de descongestión con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se decide apelación interpuesta por Fiscalía, Procuraduría Judicial, y Defensa, contra el fallo proferido el 20-04-15. SE CONFIRMA PARCIALMENTE.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes	

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- De conformidad con el escrito de acusación:

“El día 15 de marzo de 2012, aproximadamente a las 12:00 horas, al frente de la vivienda ubicada en la calle 35 demarcada con el número 14-46 del barrio Guadalupe del Municipio de Dosquebradas Risaralda, en plena vía pública, el señor JOSÉ ARGEMIRO CÁRDENAS AGUDELO, de profesión u oficio periodista, Gerente de la Emisora Metro Radio, ex alcalde del municipio de Dosquebradas, fue atacado con arma de fuego por un sujeto que le disparó en varias ocasiones, logrando (sic) impactarlo dos veces en la humanidad, causándole la muerte, para luego huir del lugar de los hechos.

Posteriormente, se logró identificar al autor del homicidio como JHON ALEXÁNDER JARAMILLO GARCÍA, quien fue capturado y presentado ante el señor Juez Primero Penal Municipal con función de control de garantías […] quien decidió de manera libre y voluntaria ACEPTAR los cargos y actualmente se encuentra condenado”.

Se supo que el citado JARAMILLO GARCÍA delató a los demás integrantes del grupo que planeó el homicidio, a cuyo efecto los describió por sus remoquetes, lo mismo que precisó la actividad desarrollada por cada uno de ellos en desarrollo del plan. 

1.2.- Ante el no allanamiento a los cargos al momento de las audiencias preliminares, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (20-08-13), por medio del cual se ratificaron los cargos anunciados desde el momento de la imputación, esto es: en calidad de coautores en los punibles de homicidio agravado–art. 103, 104, numerales 4 -por pago o promesa remuneratoria- y 7 -la indefensión de la víctima- C.P.-, concierto para delinquir agravado con fines de homicidio–art. 340, incisos 1 y 2 ibidem-, y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones –art. 365 inciso 1º ejusdem-, con la circunstancia de mayor punibilidad contenida en el artículo 58, numeral 10 del mismo estatuto punitivo, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado con sede en esta capital, autoridad que convocó a las correspondientes audiencias de formulación de acusación (20-09-13), preparatoria (03-12-13), y juicio oral (comenzó el 27-05-14 y concluyó el 02-02-15), al cabo del cual el juez a quo anunció el sentido de fallo, así: (i) de carácter condenatorio para WILSON LÓPEZ HINCAPIÉ (pero en calidad de cómplice y solo por el delito de homicidio agravado); (ii) igualmente de carácter condenatorio para ENRIQUE GARCÍA MARULANDA (en el calidad de coautor pero solo por el delito de homicidio agravado); y (iii) de carácter absolutorio para los restantes coprocesados, esto es, JUAN BAUTISTA BUENO PÉREZ y EDILSON ALONSO OSSA PEÑA, por todos los delitos que les fueron enrostrados en el pliego acusatorio.

El juez de la causa dejó expresa constancia que absolvía a todos los involucrados por los punibles de concierto para delinquir y porte ilegal de arma de fuego, como quiera que la Fiscalía no se había referido a esos punibles y por lo mismo no solicitó condena por esos cargos en sus alegatos de conclusión (declinación tácita); además, que no tendría en consideración la causal de agravación específica del homicidio contenida en el numeral 10 del artículo 104 C.P., como quiera que no había sido tenida en cuenta por el órgano persecutor al momento de la elaboración del escrito acusatorio y ulterior formulación de la acusación; aunque sí la coparticipación criminal a la que hacía referencia el numeral 10 del artículo 58 C.P.  

A continuación la Sala dejará reseñados los argumentos que tuvo en cuenta el señor juez de primer grado para emitir los pronunciamientos que son objetos de la presente alzada, así:

· Para condenar a WILSON LÓPEZ (alias “Marihuano”) como cómplice por el homicidio agravado:

Sostiene que la información a ese respecto procede principalmente de la versión ofrecida por el autor material JHON ALEXÁNDER JARAMILLO, testigo hostil quien en la audiencia se mostró reacio a expresar todo lo que sabía y hubo lugar a que fuera impugnada su credibilidad por parte de la propia Fiscalía, a cuyo efecto el juez le otorga mayor valor a lo vertido por el declarante en su declaración en video del 21 de agosto de 2012, sin atender las críticas de la defensa porque no hay tal de una intención dañina de parte de los interrogadores para acomodar su versión, como quiera que en esa diligencia al testigo se le ve calmado, sin presiones; por demás, se trataba de la primera versión que sobre los hecho ofrecía y por tanto más confiable. Los entrevistadores no hicieron preguntas sugestivas o inductivas, simplemente se limitaban a repetir o reiterar lo respondido por el testigo momentos antes; en tanto, lo que hizo el apoderado de la defensa en su contrainterrogatorio en juicio, fue simplemente reiterar la temática de la retractación que efectuó el declarante en esta última oportunidad. 

Resalta de ese modo el a quo la inicial versión grabada en video, por sobre la vertida en juicio y en las restantes otras dos entrevistas escritas, con fundamento no solo en que en su exposición en juicio quiso favorecer abierta y exageradamente a los restantes copartícipes, sino por las contradicciones existentes en las dos entrevistas posteriores. Y de esa videograbación lo que se desprende es que el sicario fue contactado por su amigo “Marihuano” quien lo llevó hasta Dosquebradas a donde alias “El Moreno” luego identificado como JOSÉ VICENTE LÓPEZ, y en esa reunión le ofrecieron un pago millonario para la ejecución del homicidio; empero, lo dicho por el sicario tendría que haber sido ratificado por JOSÉ VICENTE y por JACKELINE OCAMPO, pero no fue así, porque éstos últimos sostuvieron que no conocieron al tal “Marihuano”, que no estuvo reunido con ellos, y que nada tenía que ver en el asunto.

La puesta en escena del personaje ALEXÁNDER VILLEGAS no surge de lo vertido por el sicario en su primera versión, ni en las posteriores entrevistas del 20 de enero y 31 de mayo de 2013, sino de lo sostenido en juicio cuando aclaró que “Marihuano” lo recomendó con ALEXÁNDER VILLEGAS pero para un trabajo en construcción, y que fue VILLEGAS quien le ofreció lo del “cascado” para asesinar a JOSÉ ARGEMIRO CÁRDENAS. Y ocurre que JOSÉ VICENTE soporta ese último dicho del sicario, porque refirió en juicio que el tal VILLEGAS era la persona a quien habían encargado conseguir al sicario para el homicidio que se tenía planeado.

Si éste último fue así, es decir, si se le cree a JOSÉ VICENTE y a JACKELINE cuando afirman que nunca vieron ni conocieron a WILSON LÓPEZ, entonces esa situación “saca de contexto el hecho de que haya sido WILSON LÓPEZ (“Marihuano”) quien tuviera tal labor a su cargo -conseguir al sicario-”. Luego entonces, asegura el señor juez, es factible inferir que fue a ALEXÁNDER VILLEGAS a quien se le encomendó esa labor fundamental de conseguir al sicario, y en ejercicio de ella le ofreció el trabajo a “Marihuano”, quien no quiso aceptar pero a conciencia le “sirvió de puente” para que se contactara con JHON ALEXÁNDER JARAMILLO quien sí quería un “cascado”; con lo cual, todo quedaba supeditado a que éste aceptara, o en caso contrario era ALEXÁNDER VILLEGAS el encargado de seguir buscando a otro sicario diferente hasta lograrlo, porque todo indica que WILSON LÓPEZ no tenía el dominio del hecho. Lo anterior unido a que no existe certeza por ausencia de prueba de corroboración, en el sentido que “Marihuano” se hubiese reunido con JOSÉ VICENTE, JACKELINE y ENRIQUE GARCÍA, para la planeación del crimen, o que hubiera recibido algún dinero por su intervención, así fuera en calidad de cómplice.

· Para condenar a ENRIQUE GARCÍA (alias “Tripas” o “Jeringa”)como coautor en el delito de homicidio agravado:
Comparte en un todo la argumentación de la Fiscalía y la toma como propia para edificar el fallo de condena en su contra, como quiera que la evidencia directa lo señala y lo ubica en escenas diferentes antes, durante y después de la ejecución del homicidio, en tanto él en su exposición pretende ubicarse solo en lo atinente al momento de la negociación del arma homicida; versión de inocencia que no se admite porque las reglas de experiencia enseñan que no se presta la casa para la negociación de un arma precisamente el día en que se perpetró el delito, menos aún que fuera llevada hasta ese lugar precisamente por el sicario que la utilizó.

JOSÉ VICENTE refirió que ENRIQUE fue engañado, pero se olvida que fue él mismo quien puso de presente que ENRIQUE también consiguió al taxista para que ayudara al sicario a salir del lugar del crimen, lo cual implica que sabía lo que iba a suceder, e incluso participó verificando que la víctima en verdad hubiera fallecido, y luego facilitó su casa para que el sicario se descargara del arma homicida.

· Para absolver por el homicidio en calidad de determinador, al coprocesado EDILSON OSSA (alias “Rubén”)

La única testigo que pone en el contexto de los hechos a OSSA PEÑA es JACKELINE OCAMPO; sin embargo, esa información no pudo ser corroborada por los restantes testigos, con mayor razón cuando aportó información de referencia que tenía que ser ratificada por testigos directos, en particular su esposo JOSÉ VICENTE, quien si bien no la desmiente como lo aseguró la delegada fiscal, tampoco la ratifica en forma clara y contundente.

El testigo principal JARAMILLO GARCÍA dijo no conocer a la persona que había pagado por el homicidio, pero sostuvo que “El Negro” le dijo que el homicidio lo había mandado a realizar la persona que le compró la Emisora al señor ARGEMIRO en 200 millones, con miras a no pagarle la plata. Fue esa información a partir de la cual se direccionaron las averiguaciones, junto con los aportes hechos en ese mismo sentido por el hermano de la víctima EFRÉN CÁRDENAS. Y aunque está demostrado incluso con prueba estipulada que el señor EDILSON fue quien compró la Emisora, ese hecho no puede constituirse por sí solo en fuente de responsabilidad objetiva. 

Se extraña que el testigo hiciera referencia de EDILSON OSSA como la persona que llegó en la camioneta blanca a la casa de alias “Tripa” posteriormente identificado como ENRIQUE GARCÍA MARULANDA, y le hizo entrega de un sobre de manila a “El Negro” con la suma de diez millones de pesos que se le dio como parte de pago de su trabajo, lo mismo que efectuar un reconocimiento fotográfico que fue presentado como evidencia en juicio, cuando fue claro al decir en su primera entrevista videograbada del 21 de agosto de 2012, que no observó ni conoció a quien pagó por el homicidio. Ello significa que no tiene sentido lo contenido en las siguientes dos entrevistas anteriores al juicio.

Otra situación que no concuerda es el valor de lo pagado por el interesado en el homicidio, porque inicialmente el testigo refirió que se le propuso el pago de ocho millones, luego habló de diez repartidos en cinco y cinco, pero finalmente adujo en las posteriores entrevistas que lo pagado fueron veinte millones. 

Comparada la entrevista rendida por el sicario el 20 de enero de 2013 con el testimonio de JACKELINE en juicio, tienen “un cierto aire de correspondencia” cuando se refieren a una persona que llega en una camioneta blanca y paga por el homicidio, pero se contradicen en lo siguiente: (i) JACKELINE sabe que se trata de “Rubén”, en tanto JARAMILLO GARCÍA no lo identifica por ese apodo no obstante que los datos los recibió de JOSÉ VICENTE “El Negro” compañero sentimental de aquélla; (ii) a ese sujeto de la camioneta lo vieron en una sola ocasión, pero las circunstancias que refieren son diferentes: ella menciona que llegó a su casa y allí estaba JOSÉ VICENTE, y JHON “El Gago” con la esposa; en tanto JARAMILLO indica que llegó fue a la casa de “Tripas” y allí estaba él, “Tripas”, “El Negro” y “La Mona”; y (iii) aquélla habla que el sobre se lo entrega a JHON “El Gago”, mientras que éste refiere que se lo entregó fue a JOSÉ VICENTE “El Negro”.

El juez echa de menos por tanto el testimonio de JOSÉ VICENTE LÓPEZ en tal sentido, dada su presunta relación directa con esa persona para la materialización del homicidio, pero al no ser así subsisten dudas insalvables respecto a la responsabilidad que le pueda corresponder a EDILSON OSSA en el presente asunto. 

En síntesis, es del criterio que los investigadores a partir de lo escuchado a los familiares del occiso empezaron a conformar las piezas de  un rompecabezas que no logaron completar adecuadamente, “a consecuencia de lo cual por sustracción de materia se evita para el despacho entrar a efectuar análisis profundos sobre los móviles del homicidio”.  

1.3.- Solo los defensores de los absueltos BUENO PÉREZ y OSSA PEÑA se mostraron conformes con la decisión, en tanto las demás partes e intervinientes no compartieron los términos de la sentencia y procedieron a apelarla en el siguiente sentido: (i) la delegada fiscal en lo atinente al grado de coparticipación del coacusado WILSON LÓPEZ, porque considera que su actividad fue la de un coautor y no la de un simple cómplice que le fue deducida en el fallo de condena; lo mismo que en lo relacionado con la absolución con la que se favoreció al coprocesado EDILSON OSSA PEÑA, porque a su juicio existe prueba suficiente en el plenario para declararlo determinador de la conducta de homicidio agravado en la persona de ARGEMIRO CÁRDENAS AGUDELO; (ii) la delegada del Ministerio Público, en lo que hace con la absolución de OSSA PEÑA, porque al igual que la Fiscalía considera que sí hay mérito para proferir un fallo de condena en su contra en condición de determinador de la conducta homicida; (iii) el defensor de WILSON LÓPEZ HINCAPIÉ porque observa que a su protegido se le debe absolver, en cuanto solo tuvo una participación ocasional e intrascendente en el hecho, sin ningún conocimiento de causa con respecto al homicidio que se iba a realizar; y (iv) el defensor de ENRIQUE GARCÍA MARULANDA, porque estima que no está probada su participación en el injusto contra la vida y a él solo se le puede endilgar el haber tenido un contacto efímero con el arma homicida cuando estas personas se hicieron presentes en su residencia.

Es de anotar que en forma posterior los coprocesados WILSON LÓPEZ y ENRIQUE GARCÍA enviaron sendos y similares escritos desde su lugar de reclusión, por medio de los cuales se adhirieron a los recursos interpuestos por sus respectivos defensores, y añaden que el procedimiento que los tiene privados de su libertad tuvo origen en una actividad investigativa ilegal. 

1.4.- En consideración a la oportuna interposición del recurso y a la debida sustentación del mismo, el juez a quo admitió la impugnación en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- debate

2.1.- Delegada fiscal -como recurrente en el caso deWilson López-

El juez anunció darle crédito a la primera declaración jurada video grabada del sicario rendida el 21 de agosto de 2012, la cual se allegó como testimonio adjunto de su versión en juicio, y dijo que restaba mérito a lo sostenido por él tanto en las otras dos entrevistas que rindió posteriormente, como en el juicio; sin embargo, se contradijo, porque al final reclama prueba de corroboración de esa primera versión y termina dándole valor a lo referido por el testigo en juicio. De ese modo, con una misma prueba realiza el juez valoraciones diferentes.
Es lamentable que el sentenciador eche de menos una ratificación de Lo sostenido por el sicario por parte de JOSÉ VICENTE LÓPEZ, cuando sabe bien que éste fue testigo hostil en el juicio y quiso favorecer los intereses de los implicados, entre ellos a “Marihuano”. Y que más extrañeza produce aún el que acepte lo dicho por JACKELINE en juicio cuando sostuvo que no conoció a “Marihuano”, no obstante demeritar su testimonio con respecto a EDILSON OSSA, es decir, que para unas cosas sirve ese testimonio pero para otras no.

Es equivocada la apreciación que hace el juez de la prueba porque ninguna evidencia refiere que a “Marihuano” le hayan ofrecido la labor de dar muerte al ex alcalde, lo único que se acreditó es que se ofreció ese trabajo a JARAMILLO GARCÍA y éste aceptó. 

No hay lugar a divagar acerca de qué hubiera sucedido si JARAMILLO GARCÍA no acepta el encargo, en el plano de los supuestos, porque la realidad es que él fue quien consiguió al sicario y éste logró el cometido deseado, así que no contribuyó de “alguna manera” a ese objetivo sino en una forma efectiva. 

No hay que esperar una prueba de las reuniones, cuando se sabe que hubo un concurso de voluntades hacia una finalidad, y uno de esos actos fue el aporte del sicario. La existencia de reunión no es requisito de la coautoría, pero sí la finalidad común perseguida y la importancia del aporte. 

Finalmente, no hay prueba de que el encargado de conseguir el sicario fuera VILLEGAS, y si el juez cree lo que manifestó en juicio JOSÉ VICENTE LÓPEZ, llama la atención que en este caso no reclame la ausencia de prueba de corroboración.

Por lo anterior pide condena para WILSON LÓPEZ, pero no como cómplice sino como coautor.

2.2.- Delegada fiscal -como recurrente en el caso de Edilson Ossa-

La Fiscalía sostiene que esta persona conocida como “Rubén” pagó por el homicidio del señor JOSÉ ARGEMIRO CÁRDENAS, y el móvil fue la negociación que se llevó a cabo entre el acusado y la víctima sobre los equipos de la Emisora “Metro Radio” del municipio de Dosquebradas, con miras a no darle cumplimiento a lo pactado. A consecuencia de lo cual debe responder como coautor-determinador.

JACKELINE conocía de vieja data a “Rubén”, lo conoció en el municipio de Santa Rosa, pero apenas se logró enterar el día que fueron capturados que se llamaba EDILSON OSSA, con lo cual, JACKELINE no puede ser catalogada exclusivamente como testigo de referencia, porque percibió en forma directa la llegada de EDILSON en su vehículo a su casa y la entrega del sobre de manila a “El Gago” quien conversaba con JOSÉ VICENTE. Lo que sí supo de referencia por parte de JHON “El Gago” y de JOSÉ VICENTE, es: (i) lo relativo a la urgencia que tenía “Rubén” de ese homicidio; (ii) la exigencia en ese sentido que aquél le hacía a JHON “El Gago”; (iii) las negociaciones entre su compañero y “El Gago”; y (iv) la participación de EDILSON OSSA.

No podía esperarse corroboración de parte del compañero JOSÉ VICENTE, ya que fue un testigo hostil en el juicio y hubo lugar a impugnar su credibilidad por el evidente interés de favorecer los intereses de OSSA PEÑA. Llama la atención en cuanto a la declaración anterior rendida por JOSÉ VICENTE que fue legalmente incorporada al juicio, en donde el testigo manifestó: “el marica de EDILSON no fue el único que participó en el homicidio”, de donde se extrae que sí intervino en la ideación del crimen.

Una cosa es que el testigo JARAMILLO GARCÍA no estuviera en condiciones de reconocer a EDILSON, y otra diferente es desconocer lo que ese testigo dijo desde un comienzo en el sentido de haber escuchado de labios de “El Moreno” que quien pagó por la muerte del señor ARGEMIRO fue el que le compró la emisora. Esto último constituye un testimonio de referencia que en criterio de la Fiscalía posee la connotación de un indicio de responsabilidad al servir de parámetro orientador de la investigación junto con lo manifestado por el hermano del occiso señor EFRÉN CÁRDENAS. 

La desestimación de las dos entrevistas subsiguiente de parte del testigo principal es especulativa por parte del juez, porque olvida el funcionario que el declarante en todas sus intervenciones ocultó detalles para irlos proporcionando posteriormente “a cuenta gotas”. Prueba de esa falacia es el hecho de afirmar que después de las capturas de todos los comprometidos los investigadores le dijeron que eso no era suficiente porque necesitaban capturar al más representativo, o sea a EDILSON OSSA; afirmación falsa cuando se sabe que todos fueron capturados en forma simultánea, a excepción de JOSÉ VICENTE que fue aprehendido después precisamente por la información ofrecida por su compañera JACKELINE. En conclusión, el desempeño del testigo en juicio permite asegurar que en su primera intervención no dijo todo lo que sabía del asunto, y que es válido el reconocimiento fotográfico efectuado en la persona del determinador. 

Lo atinente al monto de lo pagado al sicario, es un aspecto que refuerza la tesis de la Fiscalía en cuanto a que el testigo no dijo desde un comienzo todo lo que sabía, de allí las variaciones en sus posteriores exposiciones; incluso en el juicio refirió una suma distinta (apenas un millón de pesos). Sea como fuere, el monto de lo pagado no es lo determinante. Lo grave es que el juez censure la gestión de la Policía Judicial con base en esas variaciones intempestivas del testigo, con mayor razón cuando incluso aceptó el declarante haber recibido “ayuda en especie” de parte de la defensa de EDILSON. Y agrega que si esas dos posteriores entrevistas se hubieran preconstituido por los investigadores, como es lo que se sospecha por el juez, se hubieran cuidado de mantener el mismo valor del pago para evitar tan ostensible diferencia.

El juez distorsiona la prueba cuando compara lo dicho por el sicario en la entrevista del 20 de enero de 2013, con el testimonio de JACKELINE en juicio, por lo siguiente: (i) que el sicario no identifique por el apodo al determinador y en cambio JACKELINE si, no tiene nada de extraño, ella sí lo conocía desde antes, aquél apenas lo vio, nunca habló con él; ni puede tildarse de extraño que “El Negro” no le diera a conocer ese apodo cuando lo hizo sabedor acerca de quién era el interesado en el homicidio; (ii) era suficiente que el sicario hiciera mención a esa persona como la que le compró la emisora a la víctima, no hacía falta el alias, porque se sabe que quien hizo ese negocio con el occiso fue un solo sujeto EDILSON OSSA; (iii) no es cierto que los testigos hayan visto a EDILSON OSSA una sola vez cuando llegó en su vehículo a la casa y que por tanto se están contradiciendo, porque ocurre que están haciendo referencia a dos momentos distintos: JACKELINE hace mención a la entrega de un sobre que le hace “Rubén” a “El Gago” en su casa, antes del homicidio; en cambio, JARAMILLO GARCÍA lo que refiere es la entrega de un dinero de “Rubén” a “El Negro” pero después del homicidio. De ninguna prueba se extrae que están hablando del mismo momento y lugar, y por tanto es indebido mezclar ambas cosas, ni se puede esperar que uno relate los hechos igual que el otro, porque cada uno relata lo que percibe o lo que quiere contar; y (iv) es lo cierto de todas formas que existió la persona que llegó en una camioneta blanca, que se pagó por el homicidio, que tanto alias “El Negro” como “El Gago” existen, que ambos tuvieron contacto con “Rubén”, y que tanto la testigo OCAMPO como el sicario lo observaron. 

Echa de menos el sentenciador el testimonio que a ese respecto hubiese podido aportar JOSÉ VICENTE LÓPEZ para disipar las dudas, pero ello significa que el juez desconoce la prueba legalmente aportada por la testigo JACKELINE quien dijo conocer a “Rubén” desde hace mucho tiempo y que supo su verdadero nombre el día en que los capturaron. Así las cosas, con respecto a esa identidad aportada por JACKELINE nada tiene que agregar o ratificar JOSÉ VICENTE, ya que se trata de un hecho plenamente probado. Además, con ello olvida el juzgador que JOSÉ VICENTE fue testigo hostil y hubo lugar a impugnar su credibilidad con la declaración anterior que fue exhibida en su totalidad y con respecto de la cual se retractó.

Los investigadores estaban en el deber de tener en consideración el relato de los parientes del occiso, eso no admite censura alguna. Y no es cierto que el rompecabezas no se armó adecuadamente, porque se hallaron piezas claves, entre ellas JACKELINE quien proporcionó valiosa información relativa a los restantes implicados, entre ellos su compañero. Y se pregunta la Fiscalía: ¿por qué el juez le cree a la testigo para efectos de condenar a otros autores, e incluso acepta su autoincriminación, pero la cuestiona y rechaza con respecto a otro de los coautores? 

No entiende la razón por la cual el juez se despoja de su deber de analizar lo atinente al móvil del homicidio, con la mera afirmación que eso de la compraventa de equipos y espacios radiales es una prueba estipulada que no amerita mayor análisis. Cuando de por medio están las declaraciones del hermano EFRÉN, de su compañero sentimental WILLIAM RIAÑO, y del actual alcalde de Dosquebradas DIEGO RAMOS, quienes ponen al descubierto: la inusitada aparición de EDILSON en escena, la cuantiosa suma del negocio, el incumplimiento en el pago, los reclamos a consecuencia de ello, el provecho logrado a causa del fallecimiento de ARGEMIRO, las amenazas en contra de EFRÉN que involucran a EDILSON, y la existencia de un socio que no aparece firmando ningún documento. Todos esos datos permiten asegurar que lo sostenido en su primera versión por el sicario (la que resaltó como creíble el sentenciador) en cuanto a que el homicidio “lo mandó a hacer quien compró la emisora para no pagar”, es cierto y no puede analizarse como una afirmación aislada y carente de respaldo probatorio. 

2.3.- Procuradora Judicial -como recurrente en el caso de Edilson Ossa-

No comparte la aseveración del juez cuando califica a la testigo JACKELINE como de mera referencia, porque de su relato se extrae que a ella le consta en forma personal y directa la llegada de “Rubén” a su casa, seguida de la entrega de un sobre de manila a JHON “El Gago”.

Esa testigo no es ajena al desenvolvimiento del homicidio, como quiera que ya fue condenada por ese ilícito y por tanto conoció los pormenores del mismo.

Ella señala e identifica perfectamente a EDILSON OSSA como la persona que hizo presencia en su casa y estaba interesada en el homicidio; además agrega que desde el comienzo del juicio la testigo indicó que el móvil del crimen fue por no pagar una plata que el citado “Rubén” le debía al hoy occiso.

No solo JACKELINE hizo ese señalamiento, también lo realizó el testigo principal JARAMILLO GARCÍA con la mención del sujeto que llegó en una camioneta blanca, sin que el juez exprese cuáles son concretamente las imprecisiones en las cuales incurrió supuestamente este testigo; y ello es importante, porque cuando existe una retractación la función judicial a realizar es desentrañar a cuál de esas exposiciones se le da mayor credibilidad y por qué. A todo lo cual se suma lo que se denomina en el nuevo sistema como testimonio adjunto, en nuestro caso el vertido por JOSÉ VICENTE LÓPEZ en un video que se le puso de presente y en el cual comprometió la responsabilidad de EDILSON OSSA.

Si lo que la testigo dijo es suficiente, no existe necesidad de exigir que fuera ratificada por su compañero JOSÉ VICENTE, con mayor razón cuando, como lo reconoce el fallador, no fue desvirtuada por éste.

Finalmente, no comparte la posición del juez cuando con el pretexto de la duda probatoria se abstiene de analizar lo atinente al móvil del crimen, dado que si bien un móvil por sí solo no determina la responsabilidad, si es una circunstancia que debe valorarse en forma conjunta con la restante información existente. 

2.4.- Defensor de Edilson Ossa -como no recurrente-

Califica el testimonio de JACKELINE OCAMPO como parcializado, contaminado y dudoso, además de mera referencia como lo calificó el juez.

Lo que existió fue una turbia actuación policial seguida de promesas inocuas para lograr su objetivo, como el de prometer la gestión para lograr rebajitas punitivas a quien ya estaba condenado, cuando lo único que podría prometérsele sería un programa de protección -seguridad- mas no “comodidades” a la familia. Está claro por tanto que quienes manipulan al testigo son los investigadores, al enseñarle al determinador y contarle los móviles; es decir, que la investigación se hizo al revés, porque mucho antes de entrevistar al sicario ya contaban con la información acerca de EDILSON. Incluso en el mismo video de la entrevista inicial al sicario se nota que son los investigadores quienes manipulan al testigo. No se trató de un declarante hostil, porque este es el que no quiere responder, y aquí si respondió en juicio, lo que ocurre es que en esta última ocasión si quería decir la verdad en forma valiente, luego de poner de presente a los fiscales del caso la corrupción de la policía pero no hicieron nada al respecto. 

El señalamiento de JARAMILLO nace en la entrevista del 20 de enero de 2013 que se surtió por escrito cuando se sabe que él es analfabeto, y allí describe a EDILSON con unas características que no corresponden, además lo identifica en una foto de un álbum que es irreconocible. Se trató de un “falso positivo” porque ya se tenía preparado todo el montaje y le habían dicho a quién tenía que señalar en presencia del M.P.

El pago por el homicidio fue de un millón de pesos, así lo dijo el sicario tanto al comienzo como al final del juicio, pero al trasegar de la actuación esa cifra se fue aumentando dolosamente para hacer creer que corrían ríos de dinero por ese homicidio.

Se equivoca la Procuradora al hablar de la forma en que se debe proceder en los casos de retractación, porque lo que corresponde según la jurisprudencia es obtener “pruebas de corroboración”, y añade en consecuencia que el dicho del testigo aquí si fue corroborado, no solo por el proceder indebido de los investigadores, sino por la mentira que dijo JARAMILLO en sendas entrevistas escritas, cuando informó falsamente que había visto al periodista que compró la emisora en una rueda de prensa en el Comando de Policía de Pereira cuando fue capturado (dice que allí el sicario nunca levantó la cabeza para observar a los presentes).

La entrevista de JOSÉ VICENTE no fue valorada por el juez como testimonio adjunto porque la misma fue rechazada de plano dado que la Fiscalía olvidó anunciarla en la audiencia preparatoria, sin embargo permitió que fuera proyectada, y aun así nada dijo de EDILSON, ya que este testigo fue el que más móviles anunció: políticos, sexuales, pasionales etc. Y es indebido que se le trate como otro testigo hostil en juicio, cuando está claro que presentó malestares físicos que dieron lugar a suspender la audiencia y no como se dijo que había sido presionado por la defensa. De todas formas, él se atrevió a decir la verdad porque no le cumplieron el traslado de cárcel que le habían prometido, y añade que lo de JOSÉ VICENTE no fue una retractación, porque uno se retracta de sus propios dichos, no de los dichos de otros.
El hermano del occiso EFRÉN CÁRDENAS fue claro al indicar que no sabía los móviles del crimen, e incluso la testigo OCAMPO anuncia en su declaración que el móvil fue otro, porque “El Gago” le dijo a VICENTE que lo iban a matar porque “era un viejo cacorro que le gustaba estar con chinos y no les pagaba la plata”.

La testigo JACKELINE habla de un tal “Rubén”, pero según el investigador ARIAS, al entrevistarse con JACKELINE ésta le habló de un tal “Raúl”, luego entonces se pregunta: ¿cuál era el alias y quién era ese alias?. Y asegura que nunca se determinó en el interrogatorio por qué EDILSON y “RUBÉN” son la misma persona, con lo cual se trata de personajes que “se eliminan entre sí”. A lo cual se añade que no es regla de la experiencia que quien contrata se deje ver de quienes ejecutan la labor, menos aún con la cantidad de personas que supuestamente participaron en el homicidio.

Le llama la atención que JACKELINE aceptó incluso un delito inexistente, como lo es el concierto para delinquir, a cambio de recibir el principio de oportunidad; igualmente que la testigo haya dicho en su entrevista del 02 de mayo de 2013 que no conocía al tal “Rubén” y que su compañero VICENTE tampoco lo conocía, pero ya en juicio se retracta y dice que sí lo había visto. 

Se debe tener presente la no confiabilidad de un testimonio de esta naturaleza y trae a colación lo que la doctrina y la jurisprudencia extranjeras afirman acerca de “la previsibilidad del falso testigo”, “el testimonio del coimputado arrepentido”, y “la oposición a la legislación de recompensa”. 

Finalmente censura que la Procuradora no conoció los registros del juicio y no entiende cómo es posible que se pida condena exaltando la labor investigativa, pero al mismo tiempo se solicite investigar a los policiales. 

2.5.-Defensor de Wilson López-como recurrente-

Quedó probado que su cliente contactó al sicario, no para un homicidio, sino para un trabajo en construcción, así lo dijo el autor material en su testimonio en juicio. Y agrega que: “se probó que alias “Marihuano” presentó a VILLEGAS al señor ALEXÁNDER para un trabajo en construcción”. Así que si alguien le habló de un homicidio, no fue entonces su cliente, sino el tal ALEXÁNDER VILLEGAS. 

En el manejo del interrogatorio llevado a cabo en la videograbación del 21 de agosto de 2012, sí se nota manipulación de parte de los investigadores, quienes lograron que el testigo dijera lo que ellos querían. El mismo testigo refirió que ellos en aquella ocasión “le hacían señas”. Por demás se le nota presionado, asustado, a diferencia de lo que asegura el señor juez. Incluso la expresión “para un cascado” es acomodada por la misma policía, porque la palabra que utiliza el testigo en juicio para referirse a un homicidio es “boliado”.

No se puede dar valor a esa video grabación por encima de lo explicado por el testigo en juicio, como quiera que en ésta audiencia sí se respetó el debido proceso, y no existió por parte alguna el testimonio hostil al que se hace referencia. 

Con fundamento en jurisprudencia refiere que las entrevistas no tienen un valor probatorio autónomo y lo que realmente vale es lo declarado en juicio, aunque por supuesto, salvo la función que poseen de impugnar credibilidad. 
El testigo JARAMILLO GARCÍA mintió en su primera intervención cuando sostuvo que su cliente lo llevó hasta donde JOSÉ VICENTE LÓPEZ quien coordinó el homicidio, porque tanto JOSÉ VICENTE como JACKELINE sostuvieron que nunca se vieron con WILSON LÓPEZ ni se reunieron con él. E igual mintió el testigo en esa primera narración con respecto a JUAN BAUTISTA BUENO, del que se demostró nada tenía que ver en este asunto. 

El juzgado le da valor a unos apartes del testimonio del sicario (en cuanto a que en verdad fue contactado por su cliente), pero no le cree en otros (en lo atinente a las supuestas reuniones en las que estuvo presente), con lo cual se concluye que el sentenciador admite que el testigo miente. 

A pesar de que el señor juez sostuvo que no se dejaría contaminar con lo dicho por el testigo en esa primera intervención y que valoría lo sostenido en juicio, la realidad final enseña que no fue así no obstante que fue en el juicio en donde el testigo sí dijo la verdad ya que todo lo anterior era “un montaje”. 

El testimonio del subintendente JORGE ANDRÉS ARIAS VÉLEZ corrobora esa situación, como quiera que admitió que entre ellos reunieron dinero para colaborarle a la familia del declarante. Y el policial EDISON AUX MORA también confirmó esas dádivas por caridad, y aclaró que inicialmente “Marihuano” buscó a JARAMILLO GARCÍA para un trabajo en construcción. 

En conclusión, a su juicio en este proceso faltó una pieza clave para salir de la duda existente, nada diferente al testimonio de ALEXÁNDER VILLEGAS; en consecuencia, lo que procede es un fallo de carácter absolutorio a favor de su representado.
El procesado LÓPEZ HINCAPIÉ coadyuva esa intervención, y sostiene puntualmente que: (i)se debe decretar la nulidad de todo lo actuado por la existencia de prueba ilícita, porque al testigo principal de cargo JHON ALEXÁNDER JARAMILLO se le vulneró el debido proceso ya que luego de su captura fue sometido a interrogatorios continuos por parte de los investigadores, y posteriormente movilizado del lugar donde se encontraba detenido sin orden de autoridad para que señalara a cada uno de los restantes involucrados, e indicara el sitio en donde dejó el arma con la cual ejecutó el crimen; (ii) también habría que decretar la nulidad por incompetencia del juez; (iii) no se ha tenido en cuenta que se creó un complot con la Fiscalía para involucrarlos con maniobras engañosas y dineros turbios. Todo lo cual se develó en juicio cuando JARAMILLO GARCÍA decidió contar toda la verdad en atención a que no le cumplieron lo prometido en condición de testigo prometido, y por ello hay que dar crédito a esa retractación en juicio, y de allí la única verdad que se extrae es que el señor JOSÉ VICENTE LÓPEZ contrató al sicario que dio muerte al señor ARGEMIRO CÁRDENAS; (iv) No entiende la razón por la cual si a EDILSON OSSA se le absuelve y está en libertad, él no goza del derecho a la igualdad en tal sentido; con mayor razón cuando nunca tuvo acuerdo con otras personas para la ejecución de ese homicidio, ni recibió dinero, ni poseía algún interés personal en el asunto, porque el hecho de que JHON ALEXÁNDER JARAMILLO haya cambiado luego el propósito de trabajo de la construcción al del homicidio, esto no tiene por qué comprometerlo.

2.6.- Defensor de Enrique García-como recurrente-

Es del criterio que JACKELINE OCAMPO no puede servir de testigo de las reuniones, no solo porque ella negó haber participado en las mismas, sino porque lo que ella sabe a ese respecto se lo contó su compañero VICENTE, y su conducta se limitó a transportar el arma homicida y nada más. Y se sabe y así lo admite el juez a quo, que a la primera reunión solo asistieron VICENTE, JARAMILLO, VILLEGAS y “El Gago”.

En cuando al testigo principal de cargo, el sicario, fue claro en expresar en juicio que se sentía engañado porque habían comprado su dignidad, y tan fue engañado, que basta con observar el tremendo error que se suscitó cuando se confundió a JUAN BAUTISTA BUENO con JOSÉ VICENTE LÓPEZ. Luego entonces, no hay garantía de que esos reconocimientos fueron efectuados conforme a la ley, más aún cuando la obligación es utilizar el método de la fila de personas, y cuando se sabe de la entrega de dádivas al testigo y promesas de rebajas de pena no obstante que se trataba de un condenado.
¿Quién garantiza que esas entrevistas tanto la grabada como las escritas no fueron preparadas con anterioridad, cuando el mismo JARAMILLO en medio de la entrevista les dice a los investigadores: “no se olviden de mis rebajitas y ayuda para mi familia”, con mayor razón cuando él dijo no saber leer ni escribir, y cuando aseguró que a esa diligencia no compareció el Ministerio Público aunque sí firmó el acta. A consecuencia de lo cual se pregunta si ese proceder estuvo ajustado a derecho, a lo que considera que no y que el juez incurrió en un error de derecho al sostener que esa entrevista grabada en video “no tenía tacha”.

En juicio se demostró que los policiales JORGE ANDRÉS ARIAS VÉLEZ y ERLAM GOES RESTREPO sacaron al sicario JARAMILLO en forma ilegal para que reconociera el sitio donde supuestamente se reunieron a planear el crimen, o sea la casa de ENRIQUE. Con ese proceder no solo infringieron los protocolos de custodia del INPEC, sino también los derechos de defensa y debido proceso que le asistían a JARAMILLO GARCÍA. El juez preguntó si tenían autorización para proceder en ese sentido y respondieron que no. No obstante ello, el sentenciador no invalidó esa prueba como se lo había solicitado, y la tuvo como fundamento para la condena.

El testigo principal habla de un tal “Tripas”, cuando se sabe que el remoquete de su cliente es “Jeringa”, tal cual lo dieron a conocer VICENTE y JACKELINE; además, el declarante dijo que ese “Tripas” era el cuñado del “Negro” o sea hermano de “La Mona”, y ya se sabe que JACKELINE sostuvo que no tiene ningún tipo de parentesco con ENRIQUE GARCÍA. Por demás, la descripción física que ofreció de “Tripas” en esa primera ocasión no coincide con la de su cliente, motivo por el cual tuvieron que hacer otras entrevistas para ir cuadrando la cosa, y hacerlas escritas porque el testigo no sabía leer ni escribir, y se pregunta ¿por qué no siguieron haciendo entrevistas con videograbadora?

No entiende tampoco de dónde saca el juez que la primera reunión se llevó a cabo en la casa de “Tripas”, cuando la casa en la que estuvieron fue en la de JACKELINE y VICENTE. Si se analiza la declaración videograbada del testimonio del sicario, se podrá observar que la casa de la que hablan es la casa del “Moreno”, no la casa de su cliente. Y en la sentencia incluso se habla que su representado fue la persona que AL PARECER prestó la residencia para las reuniones en las que se planteó el homicidio, y se pregunta: ¿cuántas fueron? ¿quiénes participaron en ellas? ¿en ellas estuvo su defendido? A ese respecto el testigo principal especula cuando dice “él si sabía”, pero en juicio no ratifica eso, ni tampoco lo hace VICENTE, y JACKELINE sí lo hace pero no está en condiciones de aseverar nada porque supuestamente fue VICENTE quien se lo contó. En síntesis, el único compromiso de su defendido es haber estado en la casa el día de la entrega del arma, y haberla cogido para preguntar “si esa era el arma que estaban vendiendo”, pero de allí no es posible especular para sostener que “éste sí sabía”.

VICENTE aseguró que a su cliente lo engañaron, y eso que no tenía interés en ayudar a ENRIQUE porque fue a través de él que los policiales ubicaron a JACKELINE y luego al propio VICENTE. A lo cual hay que agregar que VICENTE nunca dijo que se hubiera reunido con ENRIQUE para vincularlo al plan delictivo, y se extraña que hayan dejado introducir la entrevista anterior de VICENTE.

Eso de que consiguió al taxista para recoger al sicario es falso, porque el sicario dijo que “lo dejaron morir” y le tocó pedir ayuda a la señora de la peluquería donde se refugió para evitar la captura. Tal situación demuestra que hubo una mala preparación y le tocó improvisar a VICENTE, sin que se pueda concluir que porque ENRIQUE le presentó a VICENTE a un taxista era para lo del homicidio, o que le hayan dado dinero por esa gestión. Incluso cuando VICENTE hace esa aseveración se muestra dubitativo, y es posible que cuando le propuso a ENRIQUE lo del delito éste no se enterara bien para qué lo contrató, porque entre otras cosas quien habló con ese taxista fue JHON “El Gago”. En conclusión, si participó fue a última hora y a la fuerza, y con el único fin de ganarse unos pesos, porque lo de ir a mirar el cadáver no era necesario ya que el arma se había entregado y se le había pagado al sicario. Incluso si se mira la secuencia de lo sucedido, se concluirá que su cliente tampoco tuvo tiempo de ir a mirar el cadáver, porque JACKELINE asegura que él fue como a la una de la tarde, pero para ese entonces ya habían entregado el arma en casa de ENRIQUE. Y se trataba de una verificación innecesaria, porque al ser el muerto ex alcalde de Dosquebradas, el escándalo fue mayúsculo.

Quizá en la única conducta punible en que pudo incurrir su defendido es en la de omisión de denuncia de particular, y si ello es así, lo que corresponde es la absolución por las conductas atribuidas en el pliego acusatorio.

El procesado GARCÍA MARULANDA coadyuva esa intervención, y sostiene puntualmente que: (i) al igual que lo mencionó LÓPEZ HINCAPIÉ, la actuación debe ser anulada porque se obtuvieron pruebas en forma ilegal, y por incompetencia del juez; (ii) que solo intervino en lo de la venta del arma que se llevó a cabo dentro de su casa; (iii) la acusación en su contra se debe a una retaliación por parte de “La Mona”, porque se enojó al creer que por su culpa los habían capturado y dijo que “lo iba a hundir por sapo”; (iv) debe tenerse en cuenta que su apodo no es “Tripas”, y que lo que hizo fue engañado porque no sabía nada de lo que se estaba planeando; además, no era necesario verificar la muerte de la víctima, y si llamó ese taxi no lo fue con el fin de enredarse en el homicidio; y, finalmente (v) tampoco se pudo comprobar el móvil del homicidio, como quiera que las hipótesis a ese respecto fueron muchas.

3.-Para resolver, se considera

3.1.-Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso Fiscalía, Ministerio Público y Defensa-.

3.2.-Problema jurídico planteado

Le corresponde a la Corporación establecer si el juez a quo estuvo acertado al momento de emitir sentencia de mérito en el presente asunto en cuanto absolvió a unos procesados y condenó a otros; o si, por el contrario, hay lugar a revocar esas determinaciones como lo solicitan la Fiscalía, la Procuraduría Judicial, y los Defensores.

3.3.- Solución a la controversia

Para comenzar, importa dejar sentados los hechos jurídicamente relevantes que a juicio del Tribunal están debidamente probados en este proceso y que no ameritaron discusión alguna, se pueden concretar así:

- La muerte violenta de quien en vida respondía al nombre de JOSÉ ARGEMIRO CÁRDENAS AGUDELO, de profesión periodista, gerente de la Emisora “Metro Radio” con sede en Dosquebradas (Rda.) para el momento de su fallecimiento, y quien se había desempeñado como alcalde de esa misma localidad. Hecho luctuoso que se produjo por múltiples impactos en su humanidad con proyectil de arma de fuego, lo que dio lugar a la configuración de un homicidio agravado por dos circunstancias, tanto por la establecida en el numeral 4º -por precio o promesa remuneratoria, lo que se demuestra con lo referido por el autor material JHON ALEXÁNDER JARAMILLO (alias “Chuky”), y por los coautores JACKELINE OCAMPO (alias “La Mona”) y JOSÉ VICENTE LÓPEZ GÓMEZ (“El Negro” o “El Moreno”).-, como por la consagrada en el numeral 7º–en estado de indefensión o aprovechándose de esa circunstancia, como quiera que los disparos fueron hechos por la espalda y los proyectiles ingresaron en su cuerpo por la parte posterior de la cabeza y cuello- del artículo 104 C.P. Todo ello aunado a la circunstancia de mayor punibilidad por la coparticipación criminal-art. 58 numeral 10 C.P.-, lo cual también quedó debidamente comprobado con los referidos testimonios.

- La captura días después de la ya mencionada persona que ejecutó materialmente el homicidio (el sicario), identificado como JHON ALEXÁNDER JARAMILLO GARCÍA (alias “Chuki”), individuo que aceptó los cargos y fue condenado por este crimen.

- Las capturas sucesivas que se sobrevinieron de otras personas que se consideraron copartícipes en el ilícito, a saber: JACKELINE OCAMPO (alias “La Mona”), WILSON LÓPEZ HINCAPIÉ (alias “Marihuano”), ENRIQUE GARCÍA MARULANDA (alias “Jeringa” o “Tripas”), EDILSON ALONSO OSSA PEÑA (alias “Rubén”), y VICENTE LÓPEZ GÓMEZ (alias “El Negro” o “El Moreno”). La primera-Jackeline- y el último-Vicente- también aceptaron cargos y ya fueron igualmente condenados por estos acontecimientos, en tanto los tres restantes -Wilson, Enrique y Edilson- se fueron a juicio y están a la espera de la decisión de segunda instancia por parte de este Tribunal.

- La plena identidad de cada uno de los citados personajes.

- Las relaciones de amistad, negocio o parentesco entre los referidos, en cuanto: JACKELINE OCAMPO es la compañera permanente de VICENTE LÓPEZ; ENRIQUE GARCÍA es amigo de la pareja y vivían cerca; WILSON LÓPEZ es amigo del sicario JARAMILLO GARCÍA; y EDILSON OSSA mantuvo relación tanto de amistad como de negocios por diferentes períodos de tiempo con el hoy occiso JOSÉ ARGEMIRO CÁRDENAS.

- Finalmente, la compra de equipos y espacios radiales en la Emisora “Metro Radio” de la cual era gerente el finado CÁRDENAS AGUDELO, por parte de EDILSON OSSA y por una suma equivalente a los mil millones de pesos ($1.000’000.000.oo). Negociación que se realizó unos meses antes del deceso. 

Contrario a esos puntos que se dejan reseñados, existen otros que se consideran problemáticos y que marcaron la pauta del debate en juicio, los cuales tienen su razón de ser en el hecho de que varios de los comprometidos y que ya están condenados, es decir: JHON ALEXÁNDER JARAMILLO, JACKELINE OCAMPO, y JOSÉ VICENTE LÓPEZ, en su orden, rindieron sendas exposiciones ante los organismos de seguridad del Estado, por medio de las cuales comprometieron directa o indirectamente a quienes se asegura son los restantes copartícipes: WILSON LÓPEZ, ENRIQUE GARCÍA y EDILSON OSSA. Con el agravante consistente en que el primero y el último -Jhon Alexánder y Vicente- no quisieron ratificar en juicio gran parte de sus dichos iniciales, en tanto la segunda -Jackeline- se mantuvo firme en sus afirmaciones hasta el final. 

El primero de los citados, JHON ALEXÁNDER, rindió en total tres entrevista, la primera de ellas grabada en video. Por su parte, JACKELINE rindió dos entrevistas, la última de ellas con videograbación. Y por último JOSÉ VICENTE ofreció una declaración previa igualmente videograbada. 

El autor material del hecho JHON ALEXÁNDER JARAMILLO GARCÍA fue aprehendido por las autoridades, llevado ante un juez de control de garantías, y allí aceptó cargos, a consecuencia de lo cual decidió rendir declaración ante los organismos de Policía Judicial, con los consiguientes reconocimientos fotográficos y el señalamiento de sus copartícipes, a consecuencia de lo cual y según se asegura, se estableció el grado de participación de los restantes coparticipes, a saber: (i) WILSON LÓPEZ HINCAPIÉ (alias “Marihuano”), contactó al referido sicario JARAMILLO GARCÍA por intermedio de un sujeto de nombre ALEXÁNDER VILLEGAS -aún no vinculado- quien lo presentó con JOSÉ VICENTE LÓPEZ GÓMEZ (alias “El Negro” o “El Moreno”); (ii) ENRIQUE GARCÍA MARULANDA (alias “Tripas”), prestó su residencia para las reuniones en las cuales se planeó el homicidio, sitio donde también se llevó finalmente el arma homicida, consiguió al taxista para sacar de los hechos al sicario, y por último fue al lugar de los acontecimientos para verificar si la víctima en realidad había fallecido y reportar ese resultado a alias “El Negro”; (iii) JOSÉ VICENTE LÓPEZ GÓMEZ (alias “El Negro” o “El Moreno”) -aceptó cargos y ya fue condenado-, encargado de toda la planeación del homicidio, incluido el pago al sicario; (iv) JACKELINE OCAMPO (alias “La Mona”) -compañera sentimental de alias “El Negro” y quien también acepto cargos mediante preacuerdo y ya fue condenada-, presente en algunas reuniones efectuadas para la planeación del ilícito, y encargada de portar el arma de fuego para entregársela al autor material; (v) JHON JAIRO DUQUE CARDONA (alias “El Calvo” o Jhon “El Gago”) -aún no vinculado-, mostró la foto al sicario para que supiera a quién tenía que matar y lo llevó hasta el lugar en donde lo encontraría, a cuyo efecto le “pincho” las llantas al carro del hoy occiso para que no pudiera usarlo; y (vi) EDILSON ALONSO OSSA PEÑA (alias “Rubén”), pagó para que se ejecutara el crimen por el interés personal que tenía a raíz del negocio que realizó con la víctima cuando estaba en vida, del cual quedó debiendo más de la mitad del precio convenido.

Es de resaltar desde ya, que los citados coprocesados-testigos (JHON ALEXÁNDER, JACKELINE y VICENTE) poseen un común denominador en su condición de exponentes, nada diferente a que tenían razones para saber los pormenores del asunto, como quiera que fueron copartícipes en el hecho, admitieron su responsabilidad, e incluso ya están condenados por ello; es decir, sabían y tenían por qué saber lo que estaban contando. No obstante y por diversos motivos, entre ellos el incumplimiento de lo que les habían prometido, en particular ayudas económicas y/o de protección o seguridad para sus familias, lo mismo que traslados de cárcel, no dijeron todo lo que sabían al respecto (en el caso de JOSÉ VICENTE) o se retractaron parcialmente de lo dicho (en el caso de JHON ALEXÁNDER).

En ese sentido, si bien a nivel doctrinal y jurisprudencial ha sido intenso el debate suscitado en torno al valor de lo que se ha dado en llamar el testimonio del codelincuente -chiamata di correo-, es lo cierto que el recelo que de allí se genera viene matizado por el interés que se pudiera tener en los resultados del proceso por parte de quien declara en contra de sus copartícipes; sin embargo, como se dirá más adelante, ese no es el caso que aquí nos convoca, como quiera que todos los declarantes admitieron ya su propia responsabilidad en el hecho, es decir, no tienen nada que perder, e incluso, una de ellas, JACKELINE OCAMPO, no solo declaró en su contra, sino también en contra de su compañero permanente JOSÉ VICENTE LÓPEZ, con lo cual, demostró que sus afirmaciones son serias y dignas de confiabilidad porque no de otro modo se explicaría que su intervención tuviera semejantes implicaciones procesales y resultaran ciertas.

Adicional a ello, y como también se ha dicho, el hecho de que un coprocesado se acoja a beneficios, en particular al principio de oportunidad, o se convierta en testigo protegido por parte del Estado, o reciba una recompensa por colaboración eficaz, no puede ser por sí solo un motivo atendible de descrédito para la confiabilidad de sus aseveraciones[footnoteRef:1], no solo porque se trata de mecanismos legalmente establecidos en el sistema de pesos y contrapesos que orientan el sistema acusatorio, sino porque al igual que los restantes testimonios debe pasar por el cedazo de un análisis conforme a las reglas de la sana crítica.  [1: La descalificación de un testigo no puede provenir exclusivamente de ser delincuente, si así fuera, la figura de la delación o testimonio del codelincuente no tendría validez probatoria en materia penal, cuando la realidad judicial indica todo lo contrario; además, porque solo aquél con un comportamiento sin mácula podría reputarse buen testigo. La jurisprudencia nacional ha analizado esta materia desde hace ya bastante tiempo, y así lo hizo expreso en los siguientes términos:“El Tribunal incurre en una apreciación indebida de este testimonio al estimarlo sospechoso por el solo hecho de producirlo alguien involucrado en actividades delictivas, haciendo caso omiso de su deber legal de apreciarlo conforme a los principios de la sana crítica y a los demás criterios que consagraba el artículo 294 del Código de Procedimiento Penal vigente para la época (277 actual), creando una regla de exclusión inexistente en la ley. Lo señala con acierto la demandante: el aspecto moral no basta por si sólo para la crítica testimonial. Si de lograr información sobre una conducta delictiva se trata, no resulta razonable descartar, per se, la declaración que sobre la misma entregue el autor o partícipe. Habrá de tenerse en cuenta entonces, la percepción del conocimiento, su memorización y el relato aproximado a la armonía con las circunstancias en que se percibió”. –C:S:J., SP., 21 nov.de 2002, rad. 10342 -negrillas excluidas del texto-. La Sala encuentra que el asunto ya ha sido objeto de dilucidación jurisprudencial y al respecto se tiene: En una primera incursión sobre el tema, la Corte Constitucional en sentencia C-052/93 analizó Decreto No. 1833 del 13 de noviembre de 1992 "Por el cual se expiden normas sobre concesión de beneficios por colaboración con la justicia", y concluyó que no infringía la Constitución porque: “[…] el Estado está autorizado por razones de política criminal a conceder beneficios especiales a cambio de la colaboración de la ciudadanía para el esclarecimiento de hechos punibles y la determinación de la responsabilidad penal de los autores o partícipes de los mismos, máxime si son de los que conocen los jueces regionales, los cuales causan mayor impacto y repercusión en la situación de orden público que hoy atraviesa el país y es así como en ocasiones anteriores se han tomado medidas similares como por ejemplo la de establecer recompensas en favor de quienes informen sobre los autores de delitos, la rebaja de penas a quienes confiesen los hechos punibles que hubieren cometido, la reserva de la identidad de testigos, etc. El interés estatal con la expedición de esta disposición, es entonces lograr el esclarecimiento de los hechos en forma pronta y acertada para que no queden impunes innumerables delitos que en razón a la falta de colaboración de los testigos, no es posible determinar el autor o partícipe de los mismos y que por esta circunstancia, la administración de justicia se ha visto perjudicada en su buen nombre y credibilidad por no haber podido condenar y castigar a los responsables de tantos hechos ilícitos que están ocurriendo a manos de las organizaciones de narcotraficantes y guerrilleros, y que están alterando en forma considerable el orden público interior […] Este es, entonces, un medio de obtener pruebas y de romper el anillo del silencio y de la complicidad que ahora protegen a los delincuentes que ya no son los pequeños y aislados agentes de una leve criminalidad sino verdaderas organizaciones que han asolado la sociedad civil, avasallando las defensas del Estado y puesto en grave peligro la estabilidad institucional misma, todo con una terrible alteración del orden público.Es, ciertamente, doloroso y trágico que haya sido necesario recurrir a medidas de esta clase, que están tan distantes de los principios clásicos y de las instituciones tradicionales del derecho penal, pero que son, por un desgarrador sino - respuesta a una crisis aterradora”. Más tarde, fue aún más allá en el análisis cuando en Sentencia C-683/96, al hacer estudio de exequibilidad a los artículos 1º del Decreto legislativo 1199 de 1987 -adoptado como legislación permanente por el artículo 1º del Decreto 2271 de 1991-; 1º del Decreto legislativo 2790 de 1990 -modificado por el Decreto legislativo 099 de 1991 en su artículo 64-, y 89 del Decreto legislativo 2110 de 1992, por medio de los cuales se estableció que: “Quien suministre a la autoridad informes que permitan hacer efectivo el cumplimiento de órdenes de captura dictadas con ocasión de la comisión de delitos en el territorio nacional o fuera de él, podrá ser beneficiario de una recompensa monetaria. Esta misma recompensa podrá ser reconocida a la persona que suministre informaciones y pruebas eficaces que fundamenten la responsabilidad penal o permitan hacerla extensiva a otras personas", el órgano de cierre en materia constitución dijo:“Argumenta el demandante que el sistema de delación consagrado en las disposiciones acusadas implica una táctica que procura que los ciudadanos se interesen en la publicidad, en las recompensas monetarias y sociales, con lo cual se contraría el principio  de solidaridad como un deber constitucional, pues, en opinión del demandante, con ello se erosionan preceptos como el artículo 13, 47 y 95 de la Carta, pues ningún colombiano irá a colaborar con las autoridades, libremente o espontáneamente, sino buscando las recompensas, con lo cual se desdibuja la noción jurídica de la denuncia,  en virtud a que una cosa es informar o delatar a una persona por razones mercantilistas o de trueque, y, otra muy distinta denunciar un hecho punible a sus copartícipes y a sus autores, sin olvidar además que el acto procesal de la denuncia, implica su posterior ratificación con las formalidades previstas en las normas del Código de Procedimiento Penal […] No escapa al juicio de la Corte que siendo  deber de todas las personas y de los ciudadanos apoyar a las autoridades, contribuir al logro y mantenimiento de la paz y colaborar al buen funcionamiento de la administración de justicia (art. 95 C.P.), pudiera, en principio, pensarse que la colaboración ciudadana deberá ser en todos los casos gratuita y desinteresada; empero, conviene insistir en la naturaleza excepcional de medidas tales como la recompensa que,  de conformidad con lo advertido a lo largo  de esta providencia, constituye un instrumento del  que se vale el Estado con la finalidad de neutralizar los efectos nocivos para la paz social que se derivan de las actividades de organizaciones ubicadas  al margen de la ley, situación que justifica el ofrecimiento de un estímulo que, a la vez. constituye compensación por el riesgo que asume la persona que de ese modo presta su ayuda a las autoridades. En este orden de ideas es claro  entonces que el Estado, en su legítimo derecho, puede establecer mecanismos como el sistema de las recompensas con el fin de mantener el orden y hacer del derecho una realidad de convivencia para los ciudadanos, es decir, las recompensas previstas en el artículo cuestionado en opinión de la Corte, responden a una necesidad legítima. En consecuencia, el poder público, se justifica, en cuanto, mediante vías preventivas pretende proteger los derechos fundamentales y los principios  generales de un estado de derecho democrático, participativo, descentralizado y garantista de los derechos humanos”. Del mismo modo, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema hizo un aporte en tan sensible tema en el caso radicado al número 33552, del 24-02-10, así:“En primer lugar, la premisa planteada por el censor carece de las notas características de generalidad y universalidad, consustanciales a las reglas de la experiencia, pues no puede afirmarse, como lo hace el demandante, que siempre que alguien declara condicionado a la obtención de beneficios por colaboración, mentirá en su testimonio”.
] 


En tan particulares condiciones, era inevitable que la bancada defensiva se fuera lance en ristre contra el valor suasorio de esas deponencias, a cuyo efecto quisieron hacer primar lo vertido en juicio por JARAMILLO GARCÍA y por JOSÉ VICENTE, en tanto la delegada fiscal, la Procuraduría y el apoderado de víctimas, al unísono, lo que resaltaron a toda costa fue el valor del testimonio adjunto que representaban las manifestaciones anteriores de esos deponentes, con las cuales se les impugnó credibilidad por haberse convertido en testigos hostiles, y en particular la importancia que en el asunto ostentaba la narración incólume que de los hechos ofreció JACKELINE OCAMPO, al igual que los relatos ofrecidos por los investigadores que tuvieron a su cargo el recaudo de los elementos materiales probatorios. 

Por su parte, el juez de la causa se enfrascó en dos aseveraciones basilares, una de ellas la consistente en que para él primaba por sobre todo lo rendido en juicio de parte de cada uno de esos declarantes, aunque no obstante ello le dio crédito para algunos efectos a lo dicho por el testigo de excepción -el sicario- en su primera entrevista videograbada, y que los dichos de la principal testigo de cargo, JACKELINE OCAMPO, era de mera referencia y como tal tenía que ser corroborado por otros testimonios directos para poder concluir lo sostenido por la Fiscalía en su teoría del caso.  

Frente a todo ello, lo que al Tribunal le corresponde decir, es que las reglas atinentes a la valoración de la prueba testimonial en el sistema de tendencia acusatoria, han sido demarcadas con suficiencia por la jurisprudencia nacional, en particular lo relativo al manejo de la retractación, de la impugnación de la credibilidad, del testimonio adjunto, y de la prueba periférica en lo que atañe con la prueba de referencia[footnoteRef:2]. Empero, sea como fuere, no se puede pasar por alto que lo más trascendente en el presente asunto, es que así se discuta que todos esos deponentes dijeron en parte verdad y en parte mentira, porque incluso así lo admitió el testigo JHON ALEXÁNDER JARAMILLO al momento de su presentación en juicio cuando dijo que no todo era verdad pero tampoco todo era mentira[footnoteRef:3], sus exposiciones se deben clasificar dentro de la categoría de los denominados testimonios mixtos, como quiera que sus dichos son en parte de referencia y en parte directos.  [2:  Cfr. C.S.J., rad. 25738/06, rad. 26411/07, y rad. 34235/11, entre otros.]  [3:  Que el sicario dijo varias verdades, no cabe la menor duda, no solo porque tenía motivos fundados para conocer en forma personal y directa todo el origen y desenvolvimiento del ilícito por él ejecutado, como quiera que participó de las reuniones efectuadas para su planeación, sino  porque de otra manera no se entendería que varios de los implicados por él hayan aceptado los cargos y ya se encuentren condenados, es decir, estamos en presencia de una fuente de información fidedigna. Que en unos apartes de su intervención pudo decir la verdad pero en otros mentira, no se descarta, es posible, pero corresponde analizarlo frente a cada circunstancia específica. Que todo lo que dijo lo hizo por recibir a cambio una recompensa de las autoridades, seguramente, pero eso no invalida por sí mismo la probanza ni aniquila la veracidad de sus dichos; en primer término, porque se trata de un proceder autorizado por la ley, y en segundo lugar, porque es de resaltar en su caso, dada la entramada organización y el número de sujetos integrantes, que con delatar solo a algunos, o contar solo una parte, ya era suficiente para lograr el objetivo dinerario que supuestamente buscaba con los organismos de seguridad, es decir, bien pudo el autor material del crimen guardarse cosas, pero prefirió contarlo todo. Situación distinta es que luego se arrepintiera de la colaboración efectuada porque supuestamente “le quedaron mal”. Nótese que incluso suministró información adicional que nada tenía que ver con el evento materia de investigación, como que de salir bien las cosas lo seguirían contratando para otros planes homicidas, entre ellos el de un señor que llegaría de España. 
] 


Así que el método a seguir será el de analizar en cada caso particular cuál es el mérito de cada testimonio a efectos de dilucidar en criterio del Tribunal cuál de las partes en contienda tiene la razón, y si el juez acertó o no acertó en cada una de sus diversas determinaciones. 

Desde luego, la Corporación tendrá presente que en aplicación del principio de limitación sólo podrá pronunciarse en torno a lo que fue tema objeto de la apelación; esto es: la condena a WILSON LÓPEZ y al grado de coparticipación que se le atribuye en el delito de homicidio agravado; la condena a ENRIQUE GARCÍA por el mismo ilícito contra la vida; y la absolución que cobijó a EDILSON OSSA por similar punible. En consecuencia, quedan al margen de este pronunciamiento de segunda instancia lo atinente a todo lo que tiene que ver con: (i) los ilícitos de concierto para delinquir y porte ilegal de arma, como quiera que nada dijo la delegada fiscal en su recurso acerca de lo sostenido por el juez a quo en cuanto a que por esos cargos se había presentado una declinación o un desistimiento tácito al no haberse solicitado condena a ese respecto por parte del ente acusado al momento de las alegaciones conclusivas; (ii) en particular la absolución por un porte de arma en grado de complicidad, en la persona de ENRIQUE GARCÍA, que era el único cargo degradado que se había sustentado por la Fiscalía en cuanto al ilícito contra la Seguridad Pública se refiere, pero que al final no fue tema objeto de la apelación; (iii) la absolución de la cual fue objeto el coacusado JUAN BAUTISTA BUENO PÉREZ, porque tampoco fue mencionada en el recurso de alzada; y, finalmente (iv) lo atinente a la no estimación de la causal 10 del artículo 104 C.P., como una causal adicional de agravación del homicidio, al acoger el juez la petición del Ministerio Público en el sentido que esa causal no había sido consignada en el pliego acusatorio y por tanto se infringía el principio de congruencia; argumento respecto del cual tampoco se hizo ninguna manifestación por el órgano persecutor al momento de sustentar la impugnación.

Y dígase adicionalmente, porque algo se dijo al respecto por parte de los coprocesados WILSON LÓPEZ y ENRIQUE GARCÍA, en sendos recursos, que el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de esta capital sí era y seguía siendo la autoridad competente para adelantar el presente juzgamiento, porque muy a pesar de desaparecer lo atinente a los punibles de concierto para delinquir agravado, los portes ilegales de arma, y la causal del numeral 10 del artículo 104 C.P. como una de las que agravaba el punible de homicidio, por las razones antes dichas, de todas formas se presentó en este asunto la figura denominada prórroga de competencia que facultaba al funcionario de mayor jerarquía para que finiquitara el período de juzgamiento con un fallo de mérito, tal cual así sucedió.

Aclarados todos esos parámetros de forzosa referencia, y descendiendo ahora sí a lo que corresponde en relación con cada uno de los coacusados, se dirá:

· PRIMER TEMA: Prueba de los cargos contra el procesado WILSON LÓPEZ HINCAPIÉ

El punto neurálgico que sirve de partida lo puede concretar la Sala en que WILSON LÓPEZ, conocido como “Marihuano”, sí intervino en la escena criminosa, concretamente en los albores o actos preparatorios del homicidio, como quiera que su gestión consistió en presentarle a ALEXÁNDER VILLEGAS -personaje aún no bien identificado ni vinculado a la investigación, como quiera que aunque a él se refirieron varios de los justiciables, entre ellos JOSÉ VICENTE LÓPEZ y JACKELINE OCAMPO, ésta lo mencionó con el apellido de HERNÁNDEZ- al sujeto que finalmente cumplió la función de sicario, es decir, a JHON ALEXÁNDER JARAMILLO GARCÍA -alias “Chuky”-

A partir de esa información que surgió precisamente del testigo JARAMILLO GARCÍA, y la cual no se pone en entredicho dado que no podía surgir de nadie más para esa primigenia etapa investigativa, la discusión se centró en determinar a qué grado de participación se estaba haciendo referencia, porque mientras la Fiscalía asumió que esa participación constituía una coautoría dada la importancia del aporte, el señor juez de la causa concluyó que se trataba de una complicidad como quiera que se trató de una participación ocasional que de no haber ocurrido el citado VILLEGAS conseguiría a otra persona porque precisamente su función consistía en localizar a un sicario.

El Tribunal, dígase desde ya, comparte la posición asumida por el juez de instancia al considerar que se está frente a una coparticipación en grado de complicidad y no de coautoría impropia, por las razones que se expondrán más adelante; empero, primero la Sala debe abordar las argumentaciones tanto del defensor como del procesado cuya unidad de defensa enfiló baterías en orden a darle fuerza a la tesis introducida a último momento por el testigo de cargo JARAMILLO GARCÍA -sicario-, quien se retractó de lo dicho inicialmente para sostener que su amigo “Marihuano” en realidad lo contrató no para un homicidio sino para un trabajo en construcción, y que quien “le lavó el cerebro” para que participara en la muerte del señor ARGEMIRO fue el citado VILLEGAS cuando se subieron en un taxi con destino a Dosquebradas y le dijo que en realidad no se traba de un trabajo en construcción sino que le proponía que llevaran a cabo un homicidio, a lo cual aceptó y fue así como se lo presentó a JOSÉ VICENTE LÓPEZ con los resultados ya conocidos. 

Adicionalmente, la unidad defensiva resalta que la prueba obtenida por medio del sicario fue ilegal, toda vez que la información que de él se obtuvo por parte de los investigadores no contó con la presencia de un defensor a efectos de garantizarle el debido proceso. 

A todas esas manifestaciones defensivas, lo que dirá el Tribunal es que son abiertamente inatendibles, por las razones que se pasan a explicar:

Como es sabido, en principio el interrogatorio de un indiciado está prevalido de la garantía de no autoincriminación, y, por supuesto, se requiere de la presencia de un profesional del derecho que represente sus intereses con miras no quebrantar el debido proceso; sin embargo, el asunto adquiere un matiz distinto cuando el indiciado, como en el presente caso, ya ha aceptado cargos y se ha despojado del derecho a la no autoincriminación, a consecuencia de lo cual adquiere la condición de testigo cuando procede a señalar a terceros. 

En el asunto en ciernes se supo, que luego de registradas las audiencias preliminares en las cuales JHON ALEXÁNDER JARAMILLO había aceptado cargos, llevó a los investigadores a un sector de Dosquebradas en donde señaló la vivienda de alias “Tripas” que fue identificado posteriormente como ENRIQUE GARCÍA MARULANDA, diligencia en la cual ya no contaba con el apoderado, e igualmente con posterioridad rindió sendas entrevistas tanto en presencia del fiscal como de los investigadores asignados al caso. 

A juicio de la Sala, y por las razones antes referidas, la ausencia del apoderado en tan particulares condiciones no se constituía en motivo de ilegalidad del acto, con mayor razón cuando la jurisprudencia nacional ha cerrado finales en tan sensible tema, y ha dejado a salvo incluso situaciones apremiantes en donde la intervención del indiciado se presenta como un acto de espontaneidad del propio testigo, y no derivado de una presión indebida de los agentes oficiales[footnoteRef:4]. Y aquí lo que se sabe es que JARAMILLO GARCÍA propuso a los investigadores que lo llevaran a la zona del crimen para poderles indicar la vivienda en la que se hacían las reuniones, en cuanto quedaba cerca del sitio donde él ejecutó el asesinato y no tenía otra forma de explicarles cuál era esa residencia.  [4:  Cfr. C.S.J., casación penal del 22 oct. 1992, rad. 6772; reiterada el 13 sept. 2006, rad. 23251.  ] 


Sea como fuere, se podría asegurar incluso y para clausurar este particular punto en discusión, que si alguien estaría realmente legitimado para alegar irregularidades en ese acto apremiante de investigación, si es que hubiera existido alguna, sería el propio JARAMILLO GARCÍA y nadie diferente a él, como quiera que de lo que se trata es de la protección de su derecho personal a la defensa técnica y el correlato del debido proceso que a él le correspondía. 

Ahora, en cuanto a la valoración probatoria que toda esa situación amerita, debe el Tribunal aceptar que la acción de WILSON LÓPEZ no consistió en presentar el sicario a JOSÉ VICENTE LÓPEZ como parecería desprenderse de lo dicho por JARAMILLO GARCÍA en su primera exposición, ya que tanto JOSÉ VICENTE como JACKELINE OCAMPO son contestes al asegurar que quien en verdad llevó a Dosquebradas al sicario para presentárselo a VICENTE, fue el sujeto conocido como ALEXÁNDER VILLEGAS y no JARAMILLO GARCÍA, a consecuencia de lo cual llamaron a JHON “El Gago” para que le enseñara las fotos de la persona que iban a asesinar y el lugar en donde se ejecutaría el crimen. Sin embargo, el que así se admita no equivale a sostener ni mucho menos, que entonces nada hizo “Marihuano”, porque en efecto lo que queda claro es que él sí le presentó el sicario a ALEXÁNDER VILLEGAS.

El intríngulis entonces radica en determinar si esa presentación que hizo WILSON LÓPEZ alias “Marihuano” lo fue a ciencia y consciencia que era para la realización de un homicidio, o si, por el contrario, la presentación del sicario se dio de manera inocente, ingenua o desapercibida, en el entendido que lo era para “un trabajo en construcción”. 

Desde luego, para la Colegiatura esa presentación que del sicario le hizo WILSON alias “Marihuano” a VILLEGAS, no fue para un tal trabajo en construcción, sino para un homicidio. Así se afirma porque acorde con lo concluido por el juez a quo, por la Fiscalía, por la Procuraduría, y por el apoderado de víctimas, se le debe dar credibilidad a lo dicho por JARAMILLO GARCÍA en su primera atestación y no a lo manifestado posteriormente en juicio oral, porque en esa inicial exposición refirió con total soltura que a él lo contrató su amigo “Marihuano” para un “cascado”, es decir, para matar a una persona, tal cual se lo había solicitado de tiempo atrás porque andaba mal de dinero; e incluso agregó algo bien singular para esta Corporación, nada diferente a que en ese instante le preguntó a “Marihuano” que por qué no lo hacía él, y éste le contestó que no se atrevía porque había acabado de purgar una pena por un homicidio y que no estaba dispuesto a pasar por lo mismo. 

Las pruebas de la defensa tendientes a demostrar que estas personas -JARAMILLO y “Marihuano”- sí se desenvolvían en el ramo de la construcción, ni quita ni pone al presente asunto, porque eso no impide afirmar que también estaban disponibles para otras labores no santas atinentes a un “cascado” como es el término aquí utilizado, es decir, que una persona se desenvuelva en determinado oficio lícito, no significa que no tenga las condiciones ni la disposición para involucrarse en el mundo del sicariato. Lo dicho, con mayor razón cuando se sabe que JARAMILLO sí debía saber a qué se dedicaba ALEXÁNDER VILLEGAS, y no era propiamente a la construcción.

Finalmente, es inaudito que el citado ALEXÁNDER VILLEGAS, un desconocido para ese momento, se subiera con JARAMILLO GARCÍA en un taxi hacia Dosquebradas, y en el camino lo lograra convencer tan fácilmente de participar en un homicidio, cuando se suponía que iban era a realizar un trabajo en construcción; además, que de una vez hubieran acordado hablar con JOSÉ VICENTE y comenzaran a planear el crimen en esa misma fecha. Todo eso sería ilógico si no se acepta: (i) que ya JARAMILLO le había pedido a “Marihuano” días atrás, que lo tuviera en cuenta en caso de resultar algún “cascado”; y (ii) que la propuesta nunca fue en verdad para hacer un trabajo en construcción, sino para la comisión de un homicidio.

Al quedar claro lo anterior, como no puede ser de otra manera, lo que sigue es determinar si esa participación criminosa constituye complicidad o coautoría. Y sobre esa particular discusión la Sala se inclina a confirmar la argumentación del juez de instancia, con fundamento en lo siguiente:

Es verdad como lo sostiene la delegada fiscal, que conseguir un sicario no es tarea fácil y representaba un aporte importante; sin embargo, también es cierto que para diferenciar la coautoría de la complicidad se deben conjugar varios factores determinantes y no solo la importancia del aporte. Para el caso en estudio, al que llamaron inicialmente para ser sicario según se extrae del contexto investigativo, no era a JARAMILLO GARCÍA sino precisamente a “Marihuano” -ello se extrae en particular de la primera entrevista videograbada al ejecutor material-, pero este no quiso involucrarse y prefirió decir que mejor contrataran a otro, con lo cual sugirió a JHON ALEXÁNDER JARAMILLO quien ya le había pedido que en caso de resultar una vuelta de esas lo tuviera en cuenta.  

De lo anterior queda claro que “Marihuano” prefirió mantenerse al margen de esta situación, es decir, no quería comprometerse o involucrarse en un hecho que le era ajeno, y a partir de allí sí hizo una contribución previa, pero mentalmente desligada del grupo que estaba planeando la ilicitud. 

Recuérdese que una situación similar sucedió con JOSÉ VICENTE, porque a éste le propusieron también inicialmente que ejecutara el homicidio y dijo que no, pero a diferencia de “Marihuano” no solo se dedicó a buscar quien lo hiciera sino que se involucró personalmente y de lleno en toda la planeación del crimen hasta alcanzar su final ejecución, y lo hizo con tal de “ganarse unos pesos” como lo mencionó en juicio y lo ratificó su compañera JACKELINE. Y ello significa, que si JOSÉ VICENTE se hubiera limitado al igual que lo hizo “Marihuano” a negarse a participar directamente y simplemente a sugerir quién podría quizá tener interés en ejecutar el delito, su situación no sería la de una coautoría sino igualmente de una complicidad en el asunto. 
El juez a quo tiene razón cuando dice que la misión de ALEXÁNDER VILLEGAS, según se afirmó, era precisamente la de conseguir a toda costa un sicario, así que si JOSÉ VICENTE no aceptó ser sicario, si “Marihuano” tampoco lo aceptó, y si JARAMILLO GARCÍA tampoco lo hubiera aceptado, entonces de todas formas más temprano que tarde VILLEGAS lo iba a conseguir a como diera lugar. 

En esos términos, el Tribunal confirmará la condena impuesta a WILSON LÓPEZ, pero en calidad de cómplice y no de coautor, en la forma en que lo hizo el juez de instancia.

· Otras notas marginales que ratifican la posición del Tribunal:

- En relación con lo sostenido por la señora Fiscal: 

Es extraño para la Sala que la intervención de la delegada fiscal al momento de pedir la condena para este procesado sea diferente a la mencionada al instante de la sustentación del recurso. Es así porque inicialmente dio por sentada la participación de ALEXÁNDER VILLEGAS en la consecución del sicario, en tanto para el recurso ya pone en entredicho esa demostración. Como quien dice que la delegada no tiene muy claro a qué atenerse a este respecto. Concretamente al momento de pedir condena aseguró que ante la existencia de un acuerdo previo entre todos los copartícipes, no es posible pensar en que la actividad de “Marihuano” haya sido un acto aislado, independiente, ajeno o desarticulado de la organización. Que fue precisamente por eso que se lo presentó a ALEXÁNDER VILLEGAS, personaje ajeno a la construcción y quien manejaba los asuntos de drogas y demás ilícitos en el barrio Policarpa. En síntesis, aseguró la Fiscalía en ese primer momento, que la dupla VILLEGAS-“Marihuana” tenía a su cargo la consecución del sicario, al punto que VILLEGAS se fue con éste para Dosquebradas, se los presentó a JOSÉ VICENTE y al “Gago”, y estuvieron juntos planeando el crimen, con lo cual lo hecho por VILLEGAS no se puede desligar de lo que hizo previamente “Marihuano”. Una labor importante y conjunta que de todas formas iba a cumplirse, porque si JHON ALEXÁNDER no acepta, sin duda buscarían a otro sicario. Sin embargo, sin una razón atendible, para el instante de sustentar la apelación, ya la delegada fiscal cambia de postura y dice lo contrario, porque textualmente se lee en su recurso: “[…] No hay prueba de que el encargado de conseguir el sicario fuera VILLEGAS […]”. Entonces en qué quedamos: ¿participó o no participó ALEXÁNDER VILLEGAS? A juicio del Tribunal, si bien este personaje no lo mencionó en su primera entrevista videograbada el sicario JARAMILLO GARCÍA, sí fue referido tanto por JOSÉ VICENTE LÓPEZ como por JACKELINE OCAMPO; en consecuencia, se debe concluir que al menos en beneficio de la duda para lo que concierne al análisis de la responsabilidad de WILSON LÓPEZ, sí se debe admitir su existencia. Y así lo decimos, porque sea como fuere, ante esas dos posibilidades, es decir, que el personaje de ALEXÁNDER VILLEGAS sea una figura ficticia creada para soslayar en juicio la responsabilidad de WILSON LÓPEZ, o que en verdad el citado estuvo en la escena pero no lo quiso referir el autor material del crimen por razones que se desconocen, la duda a ese respecto lleva al Tribunal a considerar que debe aplicarse el entendimiento más favorable al procesado y en ese sentido cobra realce el análisis que hace el juez a quo en cuanto la participación de WILSON LÓPEZ pudo en verdad ser secundaria y catalogarse como la de un cómplice y no de un coautor. En otras palabras, la situación pudo ser como la refirió la Fiscalía, o puede ser como lo entendió el juez de instancia, y ante esa disyuntiva, la Corporación debe preferir la interpretación que se trae en el fallo de primer grado por ser la más favorable. 

- En relación con lo sostenido por el defensor de LÓPEZ HINCAPIÉ: 

(i) Así se pensara remotamente que con miras a no involucrarse en forma directa en el asunto, JHON ALEXÁNDER buscó la forma de no decirle de manera personal a “Marihuano” de lo que se trataba el asunto, a consecuencia de lo cual le dijo inicialmente que era para un trabajo en construcción, pero buscó que fuera otro, en este caso ALEXÁNDER VILLEGAS, quien le aclarara que en realidad se trataba de un homicidio. De todas formas es innegable que hubo una labor previa en la cual intervino WILSON LÓPEZ a conciencia de lo que realmente se estaba planeando por otros, y en ello no cabe la menor duda.

(ii) Las entrevistas adquieren relevancia, precisamente, no por ser tales, sino por dárseles el tratamiento procesal de testimonio adjunto, al ser tenidas en cuenta como medio para impugnar la credibilidad.

(iii) Aquello de que los testigos pueden decir verdades a medias, es totalmente factible y aceptado por doctrina y jurisprudencia, sin que ello signifique que si un testigo falta a la verdad en parte, el restante contenido de la exposición deba necesariamente desecharse[footnoteRef:5].  [5:  Cfr. entre otras, C.S.J. casación penal del 06 abr. 2005, rad. 23154, cuando expresa: “Pero al margen de lo anterior, no sobra recordar al censor que la doctrina de la Corte ha insistido en afirmar que las simples contradicciones en las versiones vertidas por determinado testigo no son suficientes para restarles todo mérito, gozando el sentenciador de la facultad de determinar, siguiendo las reglas de la sana critica, que son verosímiles en parte, o que todas son increíbles o que alguna o algunas de ellas tienen aptitud para mostrar la verdad”; y casación penal del 05 nov. 2008, en cuyos apartes se sostuvo: “Una adecuada valoración del testimonio exige al funcionario tener en cuenta los principios de la sana crítica y para ello habrá de apreciar lo percibido por el declarante, su estado de sanidad y los sentidos por los cuales tuvo la percepción, así como las circunstancias de tiempo y modo de la captación y su personalidad. Cuando dentro de un proceso una misma persona rinde varias versiones, la regla de experiencia enseña que bien pueden no coincidir en estricto sentido unas y otras. Es más, una perfecta coincidencia podría conducir a tener el testimonio como preparado o aleccionado. Las posibles contradicciones en que haya incurrido no son suficientes para restarle todo mérito, pues “en tales eventos el sentenciador goza de la facultad para determinar, con sujeción a los parámetros de la sana crítica, sin son verosímiles en parte, o que todas son increíbles o que alguna o algunas de ellas tienen aptitud para revelar la verdad de lo acontecido” -Sentencia de casación del 11 de octubre de 2001, radicado 16.471-. Por manera que si el declarante converge en los aspectos esenciales, el juzgador no podrá descartar sus dichos […]”.
] 

(iv) Es verdad que el juez fue confuso en cuanto a establecer a cuál de las exposiciones del sicario JARAMILLO GARCÍA le daba más crédito, si la inicial, o la rendida en juicio; porque aunque sostuvo expresamente que la inicial, finalmente su determinación no encaja con el contenido de esa primera entrevista. No obstante, lo cierto es que nunca prometió acoger la del juicio, y en efecto así sucedió.

(v) La cita jurisprudencial a la que hace alusión, y referida a que si bien el testimonio del codelincuente debe tomarse con desconfianza, ese solo motivo no autoriza su desestimación, antes que demeritar el cargo le da mayor sustento.

(vi) El Tribunal encuentra que la duda que plantea la defensa no hace énfasis en realidad acerca de si su cliente contrató a JARAMILLO para la construcción o para un homicidio, porque es obvio que ya se sabía para qué era, sino respecto a la existencia o no del referido VILLEGAS, en cuanto a si fue este o fue su procurado quien lo contactó con JOSÉ VICENTE. Y en este terreno la Sala se ratifica en que en beneficio de la duda debemos aceptar que fue VILLEGAS quien presentó el sicario a JOSÉ VICENTE y no “Marihuano”; pero que así haya sido, no significa que entonces WILSON LÓPEZ esté exento de alguna responsabilidad así sea menguada al menos en grado de complicidad. 

Primera conclusión: El Tribunal acogerá la tesis contenida en el fallo de primer grado, en el sentido que existe mérito para condenar al coprocesado WILSON LÓPEZ HINCAPIÉ en grado de complicidad; en consecuencia, no se aceptan los argumentos expuestos por la delegada fiscal en cuanto solicitó condena pero en calidad de coautor, ni tampoco se admiten los planteamientos de la defensa en orden a procurar la absolución. 

· SEGUNDO TEMA: Prueba de los cargos contra el acusado ENRIQUE GARCÍA MARULANDA
Para el caso de GARCÍA MARULANDA la Sala se atiene a lo argumentado respecto a la validez de los dichos del testigo JHON ALEXÁNDER JARAMILLO -el sicario-, como quiera que de su intervención tanto antes del juicio como durante el juicio, pueden decirse muchas cosas, entre ellas que es contradictorio, que pudo ser manipulado, que solo entregó a cuenta gotas lo que sabía, pero en todo caso lo que no se puede negar es que de no ser por sus manifestaciones nada de esto se habría sabido, ni se habrían proferido las condenas que hasta el momento se han emitido, incluida por supuesto la del propio sicario. 

Así que sostener que no es cierto el señalamiento que el sicario hizo de la casa de habitación de alias “Tripas”, posteriormente identificado como ENRIQUE GARCÍA MARULANDA, es pretender negar toda la secuencia probatoria con los consabidos resultados obtenidos. Porque precisamente de ese dato se desencadenaron todas las sucesivas averiguaciones que dieron lugar a la identificación de JACKELINE OCAMPO (alias “La Mona”) y de su compañero JOSÉ VICENTE LÓPEZ (alias “El Negro” o “El Moreno”), copartícipes que confesaron su responsabilidad y fueron condenados. 

La pregunta que surge es por tanto: ¿qué fue lo que sucedió de comprometedor en esa casa en donde habitaba GARCÍA MARULANDA y que servía de parqueadero?, pues nada menos que allí se efectuaron algunas reuniones para fraguar el homicidio, e incluso en ese recinto se cerró todo porque fue el lugar a donde llegó el sicario según indicaciones para entregar el arma y recibir el pago. 

Información que no solo nace de primera mano del sicario, sino que posteriormente es corroborada y complementada por lo dicho de parte de JACKELINE OCAMPO, cuando a modo de referencia se enteró que efectivamente en la casa de “Jeringa” –apodo con el cual conocían a quien procesalmente se le menciona como “Tripas” pero que es el mismo ENRIQUE GARCÍA- se llevaron a cabo varias reuniones. Y es que JACKELINE tenía razones para afirmar lo que dijo, porque vivía a tan solo tres cuadras de la casa de ENRIQUE, eran amigos porque incluso JACKELINE, ENRIQUE y JUAN BAUTISTA BUENO PÉREZ -su anterior compañero sentimental- habían sido ya condenados por porte de armas y concierto para delinquir, y de todas formas JACKELINE de igual modo estuvo involucrada en este homicidio y como tal supo todos los pormenores del crimen. 

Pero adicionalmente, aunque JOSÉ VICENTE nunca quiso declarar en contra de alias “Tripas”, ni antes ni durante su interrogatorio en juicio, de todas formas no negó que alguna participación sí tuvo pero fue engañado u obró de una manera ingenua o “por metido o chismoso”.
Valga entonces anotar que el compromiso de GARCÍA MARULANDA no depende exclusivamente del hecho de que su vivienda fuera utilizada para estos menesteres, obviamente con su aquiescencia, como situación que por sí misma considerada ya sería suficiente para una condena, sino que, como bien lo sostuvo la delegada fiscal, su participación tuvo ocurrencia antes, durante y después del homicidio, en cuanto no solo prestó su casa, sino que recomendó el taxista que sacaría de la escena del crimen al sicario, tanto así que el mismo JOSÉ VICENTE manifestó que cuando el sicario llamó para decir que lo habían dejado solo y que le había tocado ocultarse en una peluquería, le pidió a ENRIQUE que le facilitara el número de teléfono del taxista para llamarlo a que recogiera a JARAMILLO GARCÍA, y efectivamente así se hizo. Además, el mismo GARCÍA MARULANDA fue el encargado de verificar que ARGEMIRO CÁRDENAS en verdad estuviera muerto a causa de los disparos con el fin de confirmárselo a JOSÉ VICENTE y así efectuar el pago, e incluso en el trayecto pasó por la casa de JACKELINE a quien le informó que la víctima había quedado “muy horrible”.

Para rematar, también se supo y se encuentra debidamente probado, que alias “Tripas” estuvo presente cuando se llevó a cabo la entrega del arma homicida en su residencia, y que incluso la tuvo en sus manos y preguntó que si ese era el fierro que estaban vendiendo, situación que si bien no ameritó una condena por el delito de porte ilegal de arma en los términos en que lo analizó el sentenciador y sin que la Fiscalía interpusiera apelación por ese particular ilícito, sí quedó en claro que todo eso dio lugar a que pidiera el pago de “la liga”, esto es, que recibió un dinero en contraprestación, y la pregunta que surge es: ¿por qué o para qué iba a pedir dinero a cambio de esa participación, si en realidad nada había hecho?

En fin, toda una serie de datos relevantes debidamente establecidos que a lo único que conducen es a la declaratoria de responsabilidad en cabeza del justiciable, y que por lo mismo obligan a esta Corporación a dar cabal confirmación al fallo de condena proferido en contra de ENRIQUE GARCÍA.

· Otras notas marginales que ratifican la posición del Tribunal en relación con los argumentos del defensor y del propio acusado:

(i) El reconocimiento de GARCÍA MARULANDA no debe admitir discusión porque está garantizado no solo con lo referido por el sicario JARAMILLO GARCÍA, sino además con lo dado a conocer por JOSÉ VICENTE y JACKELINE, amén de lo admitido en juicio por el propio acusado cuando reconoció que efectivamente es él la persona a la que aquí se hace referencia, solo que su apodo no es “Tripas” y que lo que sucedió en su vivienda fue apenas lo de la venta del arma.[footnoteRef:6] [6:  La afirmación según la cual necesariamente con posterioridad al reconocimiento fotográfico se debe seguir un reconocimiento en fila de personas, so pena de aniquilar los efectos demostrativos de aquél, amerita una observación en cuanto en realidad de la norma no se extracta que sea una obligación del Fiscal proceder en tal sentido, es decir, que luego del reconocimiento fotográfico necesaria e indefectiblemente el Fiscal tiene que hacer un reconocimiento en fila de personas. Lo que la norma dice es otra cosa. Su contenido es del siguiente tenor: “Este tipo de reconocimiento no exonera al reconocedor de la obligación de identificar en fila de personas, en caso de aprehensión o presentación voluntaria del imputado”; aseveración que no equivale a que sea el Fiscal, en su condición de parte confrontada, quien necesariamente deba ordenar una tal diligencia; lo dicho en atención a que, como también lo ha sostenido esta Corporación en decisiones anteriores, bien puede ser la propia defensa quien así lo solicite en la oportunidad procesal correspondiente. Se extrae de esas disposiciones que “es un derecho del procesado y un correlativo deber del reconocedor”, realizar el reconocimiento en fila de personas cuando el indiciado o imputado sea aprehendido o se presente voluntariamente, y ¿quién más autorizado en hacer valer ese derecho que el mismo imputado y su defensor? Por respeto al principio de igualdad de armas, no sólo el Fiscal sino también el Defensor pueden y deben solicitar la práctica de ese reconocimiento en rueda de personas, con mayor razón en aquellos eventos en los cuales se asegura que existe una equivocación en el señalamiento y se pone en tela de juicio la afirmación del testigo cuando asegura que está en capacidad de reconocer al autor de la ilicitud. La afirmación según la cual, la omisión de un reconocimiento en fila de personas no aniquila ipso jure el reconocimiento fotográfico anterior, encuentra apoyo jurisprudencial en la sentencia de Casación Penal del veintinueve (29) de agosto de 2007, rad. 26.276, M.P. Mauro Solarte Portilla. Y es así, porque allí se expone que el reconocimiento fotográfico y el reconocimiento en fila, no se excluyen, se complementan en aquellos casos en los cuales existe duda con respecto a la identificación del verdadero responsable. Con mayor razón cuando, como en el caso en estudio, hubo reconocimiento en audiencia de juicio oral que subsana cualquier anomalía precedente. En efecto, al tratar el tema de los reconocimientos en el juicio oral, menciona el autor RIVES SEVA, Antonio Pablo, en Revista Actualidad Penal, Tomo II, Madrid, Editora General de Derecho, 1995, pg. 535, 536 s.s., con estribo en la jurisprudencia del Tribunal Supremo Español, algo que nos debe llamar la atención dada la amplitud interpretativa que sobre el punto se ha dado en el ámbito del sistema acusatorio. El comentario del autor es del siguiente tenor:“La diligencia de reconocimiento es propia de la instrucción sumarial, inidónea y atípica en el plenario y es prueba preconstituida que debe llegar practicada, siendo posible, al juicio oral (…); sin embargo, en el momento del juicio oral es permisible y procesalmente correcto que el interrogatorio de los testigos presenciales se extienda al reconocimiento del acusado como autor material del delito, sin que pueda tener la consideración de nueva prueba (…); y aún más, ´el reconocimiento efectuado en el juicio oral subsana cualquier incorrección en los reconocimientos anteriores”.
] 


(ii) El Tribunal es del criterio que en la primera entrevista videograbada del testigo JARAMILLO GARCÍA sí se observa espontaneidad y el deseo de exponer lo que realmente le constaba, tanto así que ofreció detalles que solo él podía conocer de este asunto e incluso estaba urgido por contar lo que sabía acerca de situaciones bien importantes, pero que por lo apremiante del tiempo los investigadores no lograron copiarle todo lo que tenía para expresar en ese momento. Siendo así, escapa a ese contexto que el declarante hubiese obrado bajo presión como es lo que aquí se insinúa, o que se le pusiera a decir cosas falsas o diferentes a las que a él le constaban, al menos en lo que hace a esa primera intervención. Cosa diferente es que se le hubiese prometido por los investigadores o el mismo Fiscal cosas que no estaban en posibilidad de cumplir, como situación que si bien ya está siendo tema objeto de averiguación independiente, no es situación que a juicio de esta Corporación amerite aniquilar su contenido, porque, se repite, la intervención se surtió bajo juramento y se entiende fidedigna por las razones que ya fueron expuestas. 

(iii) Dijo no entender la defensa de dónde saca el juez que la primera reunión se llevó a cabo en la casa de “Tripas”, cuando la residencia donde estuvieron fue en la de JACKELINE y JOSÉ VICENTE. Y en eso pude tener razón el defensor, porque al tenor de la exposición inicial del sicario, a él lo llevó ALEXÁNDER VILLEGAS a la casa de JOSÉ VICENTE; empero, que la primera reunión haya sido allí, no significa que las restantes o algunas de ellas no se hubieren realizado en la casa de su protegido, porque del conjunto probatorio ello sí se extrae tal cual lo sostuvo la delegada fiscal y lo analizó el juez de la causa. Lo dicho, independiente a lo vertido en la entrevista por parte de JOSÉ VICENTE, cuya incorporación efectivamente se negó en juicio dada su extemporaneidad.

(iv) Es posible aceptar que lo de ir a mirar si la víctima en verdad estaba muerta, no fuera algo muy trascendente, como quiera que la noticia corrió de inmediato en atención a la calidad del personaje que era ARGEMIRO CÁRDENAS en esa localidad; empero, en consideración a la hora en que el hecho se registró, y el instante en que GARCÍA MARULANDA fue a mirar al sector para corroborar lo indicado, sí queda claro que ello sucedió antes de la presencia en su casa por parte del sicario y coetánea entrega del arma con el subsiguiente pago, con mayor razón cuando se sabe que JARAMILLO GARCÍA tuvo que esperar oculto por varias horas en una peluquería, hasta que por fin llegó por él el taxista.

(v) Si a lo anterior se suma el hecho de que fue también ENRIQUE GARCÍA la persona que consiguió el taxista y posteriormente facilitó su número para que fueran por el sicario, aspecto que por parte alguna se niega y tan solo se asegura que si lo hizo fue de una forma ingenua, entonces la única conclusión posible es que una tal ingenuidad no puede creerse, no solo porque el propio taxista tenía que saber para qué era que lo estaban requiriendo, sino porque la llamada a ese taxista para que recogiera al sicario que estaba oculto en esa peluquería, lo fue obviamente después de la consumación del homicidio y no antes. Es decir, que alias “Tripas” sí sabía en la situación en la que se estaba involucrando, no solo antes, sino durante y después la comisión del ilícito.

(vi) Huelga decir finalmente, que lo que se aprecia salido de contexto es pretender sostener que la única reunión que se llevó a cabo en la casa de GARCÍA MARULANDA fue para la entrega del arma homicida con el consiguiente contacto momentáneo con la misma, como queriéndose hacer pensar que se trató de una situación meramente ocasional que no ameritaba trascendencia alguna, cuando ese mero acto en sí mismo considerado es de por sí altamente comprometedor como lo refirió la Fiscalía y lo entendió el juez de instancia. 

Segunda conclusión: El Tribunal avalará los términos de la condena proferida en contra del coprocesado GARCÍA MARULANDA, por las razones expuestas en precedencia.

· TERCER TEMA: Prueba de los cargos contra el procesado EDILSON ALONSO OSSA PEÑA

Los soportes argumentativos que tiene la Fiscalía para asegurar que OSSA PEÑA es determinador del homicidio que se juzga, se pueden concretar de la siguiente manera: (i) La idea del delito no surgió de JOSÉ VICENTE, ni de JACKELINE OCAMPO, ni de ENRIQUE GARCÍA, ni de WILSON LÓPEZ, sino que el primero fue contactado vía telefónica por un sujeto conocido como JHON “El Gago” a cambio de recibir un dinero, de lo cual se enteró JACKELINE; (ii) JACKELINE también presenció el momento en que el citado JHON “El Gago” se hizo presente en su casa con esa finalidad y habló con JOSÉ VICENTE, pero éste aunque dijo que no quería hacerlo personalmente sí se prestó para conseguir quién lo haría; (iii) JACKELINE escuchó igualmente cuando JHON “El Gago” le dijo a JOSÉ VICENTE que un amigo conocido como “Rubén” lo tenía acosado, le debía un favor y estaba urgido de que se hiciera esa vuelta; (iv) JOSÉ VICENTE refrendó esa información al asegurar que quien lo contactó para ese homicidio fue JHON “El Gago”, y como no quería hacerlo personalmente llamó una persona quien le consiguió al sicario; (v) Lo sostenido en tal sentido por JOSÉ VICENTE y por JACKELINE coincide con lo aseverado en la primera oportunidad por el sicario JHON ALEXÁNDER JARAMILLO, porque describió a esa persona que se reunió con él y con JOSÉ VICENTE para mostrarle a quien debía darle muerte, el sitio donde debía ejecutar el ataque, y pinchó la llanta del vehículo de la víctima para que no pudiera utilizarlo; (vi) “Rubén” existe, no es un personaje imaginario, porque aunque JOSÉ VICENTE no se refirió a él, sí lo hizo JACKELINE en relación con tres momentos diferentes: a)- cuando se lo escuchó mencionar a JHON “El Gago” como aquél que le pidió el favor de ejecutar el crimen; b)- cuando sostuvo que “Rubén” era el dueño de la finca y de la camioneta blanca, quien llegó a su casa cuando estaban allí JHON “El Gago” y la esposa conversando con JOSÉ VICENTE, instante en el cual pudo observar que “Rubén” le hizo una seña a “EL Gago” y le pasó un sobre de manila que luego supo era el dinero para la ejecución del crimen; y c)- cuando después de las capturas que les hicieron tuvo contacto con “Rubén” y se enteró que su verdadero nombre era EDILSON OSSA, es decir, el mismo que llegó a su casa a hacer entrega del paquete. A ese individuo “Rubén” lo señaló en el juicio como la persona que se identifica como EDILSON OSSA; (vii) nadie diferente a “Rubén” y JHON “El Gago” idearon el ilícito, eran los directos interesados y fueron las personas que pagaron para que los demás llevaran a cabo el homicidio; (viii) se trata de una testigo directa y confiable porque nada indica que esté mintiendo y siempre ha sostenido lo mismo, e incluso se debe tomar en consideración también lo que ella indicó como testigo de referencia, porque esos apartes de su declaración en momento alguno fueron desmentidos por su compañero JOSÉ VICENTE; y se añade que ser una testigo protegida que se comprometió en el marco de un principio de oportunidad, antes que demeritar sus dichos los fortalece, con mayor razón cuando se supo que en el desarrollo del juicio ella fue amenazada por el señor EDILSON; y, finalmente (ix) todo lo anterior se debe sumar lo dicho por el sicario JHON ALEXÁNDER JARAMILLO con anterioridad al juicio, y no lo desmentido por él durante la audiencia.

Como se observa, la posición de la Fiscalía consiste en sostener que existe prueba suficiente para deprecar el grado de determinador, y para ello resalta que OSSA PEÑA fue visto en dos oportunidades cuando llegó en una camioneta blanca a entregar los sobres de manila que contenían los dineros en efectivo para el pago de quienes ejecutaron el crimen. Una primera vez en la casa de JACKELINE, cuando estando reunidos JOSÉ VICENTE, un sujeto conocido como JHON “El Gago”-persona que ya fue identificada y se encuentra prófuga de la justicia-, y la esposa de éste-de nombre al parecer MARIANA-, quienes dialogaban acerca del crimen que se iba a realizar, se hizo presente el sujeto a quien conocían como “Rubén” (posteriormente identificado como EDILSON OSSA), quien llegó en una camioneta blanca, le hizo una seña al “Gago”, y le entregó un sobre. Y una segunda ocasión en casa de ENRIQUE GARCÍA (alias “Tripas”), cuando llegó el sicario luego de haber ejecutado el homicidio con el fin de entregar el arma homicida y recibir el pago, instante en el cual se hizo presente el mismo EDILSON OSSA en una camioneta blanca, quien le entregó un sobre a JOSÉ VICENTE (alias “El Negro”) el cual contenía una gruesa suma de dinero-según se afirma diez millones de pesos-, y JOSÉ VICENTE le indica al sicario JARAMILLO GARCÍA que “esta es la firma que paga”.

Pero adicionalmente, la delegada fiscal resalta que tanto el testigo JHON ALEXÁNDER JARAMILLO como JACKELINE OCAMPO ofrecieron información valiosa que compromete la responsabilidad de OSSA PEÑA, dado que escucharon decir que quien había mandado a matar al señor ARGEMIRO CÁRDENAS había sido la persona interesada en no pagar una plata que le debía al hoy occiso. Concretamente, JARAMILLO GARCÍA (el sicario) lo escuchó de labios de JOSÉ VICENTE (alias “El Negro”) como encargado de la planeación del crimen y sabía quién era el que estaba pagando por el mismo. En tanto JACKELINE OCAMPO lo escuchó de labios de JHON “El Gago” por ser éste el sujeto que llegó a su casa y era el enviado del autor intelectual con miras a contactar a su compañero JOSÉ VICENTE para que se encargara de planear el ilícito.

Todo ello, asegura el ente acusador, coincide con el hecho de que OSSA PEÑA era la persona que conocía a la víctima y aparecía como adquirente en el contrato suscrito por la venta de los equipos y espacios de radio de la emisora de la cual era gerente el finado CÁRDENAS AGUDELO, con el agravante que el citado en calidad de comprador no le pagó a JOSÉ ARGEMIRO una alta suma de dinero, muy específicamente quinientos millones de pesos cuya fecha de pago ya estaba vencida estando en vida el finado, de lo cual daba fe no solo la referida copia del contrato materia de estipulación, sino igualmente el testimonio de los parientes cercanos de la víctima, en especial EFRÉN CÁRDENAS -hermano del occiso- a quien le correspondió entrar en conversaciones con EDILSON OSSA una vez sucedido el homicidio; pariente que incluso sostuvo que se suscribió un nuevo contrato en el cual el comprador salió ganancioso con el uso de varias argucias[footnoteRef:7], y al final tampoco cumplió lo prometido y hubo de hacer gestiones para dar por terminado ese posterior convenio.    [7:  Negó tener copia del contrato original suscrito entre él y el hoy occiso, y menos mal con posterioridad el señor EFRÉN CÁRDENAS encontró una copia. Nunca mostró los recibos de las entregas de dineros que aseguró haberle pagado a ARGEMIRO CÁRDENAS, y solo la vino a enseñar posteriormente en el juicio. Además, pretendió hacer creer que el valor del contrato era más alto y que ya había pagado sumas que en realidad no había pagado, con miras a obtener un mejor dinero de parte de posibles socios, entre ellos el actual alcalde de Dosquebradas DIEGO RAMOS, persona ésta que sugirió a un tercero -un tal AIMER ANGEL de Nariño- que aportó la suma de cien millones que entregó a OSSA PEÑA, sin que ni siquiera se le hiciera figurar en los contratos como socio aportante, ni tampoco le devolvieron ese dinero.  ] 


Tal argumentación fue compartida en un todo por la delegada de la Procuraduría, quien además añadió que se debía tener muy presente el relato que sobre la investigación ofreció el investigador JORGE ANDRÉS ARIAS VÉLEZ.

Por su parte, el defensor de EDILSON OSSA efectuó un ataque frontal del testimonio de JHON ALEXÁNDER JARAMILLO, para indicar que fue un testigo manipulado de principio a fin, tanto por los miembros de Policía Judicial como del fiscal que atendió las primeras diligencias, como quiera que lo adiestraron utilizando prebendas y engaños para poner en boca del testigo expresiones que no estaban ajustadas a la realidad y que le iban indicando en el trasegar de sus diversas exposiciones, tal cual lo sostuvo el declarante en juicio cuando se rehusó a ratificar sus iniciales exposiciones y salta a la vista en la primera entrevista videograbada, situación que se hizo más patética en las dos restantes entrevistas escritas en las cuales se incrementó la información perjudicial para su cliente, y en donde aprovecharon el hecho de que el citado testigo no sabía leer ni escribir. De ese modo, la defensa insiste en que se haga caso omiso de todas las entrevistas del sicario, al igual que del reconocimiento que llevó a cabo en álbum fotográfico porque también fue manipulado; amén de que un supuesto reconocimiento en una rueda de prensa en donde según se afirma el sicario pudo ver a su cliente EDILSON OSSA, nunca existió pues se trata de un montaje de los mismos investigadores.

Y con respecto al testimonio de JACKELINE OCAMPO, la defensa censuró su condición de coprocesada que se transó por un principio de oportunidad, y procedió a impugnar su credibilidad con varios apartes de su última entrevista videograbada en la cual aparecían expresiones que al decir de la defensa hacían pensar que lo que estaba diciendo eran mentiras[footnoteRef:8]. [8: En efecto, la defensa del procesado EDILSON OSSA impugnó la credibilidad de la testigo JACKELINE OCAMPO, para cuya finalidad utilizó varios apartes de la entrevista videograbada que ella había rendido ante la Policía Judicial para confrontar sus dichos, pero al parecer por un olvido involuntario dicha entrevista no fue aducida al proceso no obstante que es sabido que por haber sido utilizada al momento del contrainterrogatorio se debe entender incorporada al testimonio rendido en juicio. ] 


Como es sabido, el juez de primera instancia decidió absolver al procesado OSSA PEÑA, con fundamento básicamente en tres argumentos: El primero de ellos que el testigo JARAMILLO GARCÍA sostuvo desde un comienzo que nunca vio a la persona que según se decía había pagado por el homicidio, con lo cual, no era posible y se cae de su peso que posteriormente lo haya podido reconocer en álbum fotográfico. El segundo, que la declaración de JACKELINE OCAMPO constituía un testimonio de referencia con fundamento en el cual no era posible emitir un fallo de condena, dado que requería ser complementado por los dichos de su compañero JOSÉ VICENTE LÓPEZ, pero ya se sabía que éste fue renuente a contar lo que sabía acerca de la participación de OSSA PEÑA. Y el tercero, que la testigo JACKELINE entró en contradicción con el testimonio de JARAMILLO GARCÍA, porque no obstante ambos haber sostenido que estuvieron presentes en el momento en que se hizo entrega del paquete con la plata por parte del individuo que llegó en la camioneta blanca, las circunstancias relatadas no concuerdan.

Frente a todo eso, lo que el Tribunal tiene para decir es lo siguiente:

En algunos apartes argumentativos puede tener razón o sentido lo expresado por la defensa y el señor juez, en tanto en otros definitivamente le asiste razón no solo a la delegada fiscal sino al Ministerio Público en condición de apelantes, y explicamos:

A favor de la defensa y de los planteamientos esbozados por el funcionario de primera instancia, la Sala en gracia de discusión tendrá como válida la aseveración según la cual no está claro aquello de un reconocimiento de parte del sicario en la persona de EDILSON cuando se llevó a cabo una rueda de prensa en el Comando de la Policía poco después de la captura de JARAMILLO GARCÍA. Y decimos que para el Tribunal no es claro ese reconocimiento furtivo, por varias motivos: el primero, porque el testigo en su primera exposición videograbada dejó entrever que no había visto esa grabación de la rueda de prensa como queriéndose significar que era un asunto propio de los investigadores; y segundo, porque de la declaración del teniente EDISON RODOLFO AUX MORA se extrae que en verdad ese reconocimiento en la rueda de prensa no lo había hecho JARAMILLO GARCÍA, sino que fue una situación que dialogaron los investigadores en presencia del capturado y que desde luego éste escuchó. 

Empero, a favor de la Fiscalía y del Ministerio Público, el Tribunal debe recordar que no se puede perder de vista que la prueba que se requiere tratándose de un determinador, no tiene relación con la ejecución material del crimen, es decir, no se puede esperar por regla general que los testigos hagan alusión a un acto de exteriorización que se proyecte en la escena donde se perfecciona el homicidio, como quiera que la determinación está representada en solicitudes emitidas por diversidad de medios. De ese modo, la prueba directa acerca de esa orden o mandato del determinador hacia el determinado, sólo se podría lograr con el testimonio de la persona que fue determinada a obrar en esa dirección y acató la propuesta.

Siendo así, y si se sigue el hilo conductor de la cadena homicida existente en este caso singular, no se podría decir válidamente como erradamente lo aseguró el señor juez de primera instancia, que para que lo aseverado por JACKELINE OCAMPO tuviera valor incriminatorio sus dichos tenían que haber sido corroborados por su compañero permanente JOSÉ VICENTE, quien ya se sabe fue renuente a exponer en juicio lo que sabía respecto a la responsabilidad de OSSA PEÑA. Esa afirmación del juez de conocimiento no tiene sentido en criterio del Tribunal, al menos por cuatro contundentes razones que a continuación se expresan: 

La primera, porque el testimonio directo acerca de la orden de matar no podía esperarse de parte de JOSÉ VICENTE LÓPEZ, sino de JHON “El Gago”, persona ésta que según se afirma fue a quien se le delegó el trabajo de dar muerte al señor ARGEMIRO CÁRDENAS, pero resulta que es prófugo de la justicia y por supuesto no podía ser presentado en juicio. En esos términos, no se entiende la razón por la cual si el testigo JOSÉ VICENTE se hubiera decidido a contar todo lo que sabía: ¿entonces ahí sí el señor juez a quo se hubiera decidido a condenar al procesado OSSA PEÑA?  

La segunda razón, porque como ya lo dijimos, la exposición de JACKELINE es un testimonio mixto al estar compuesto de parte directa y parte de referencia. Y decimos que es en parte un testimonio directo, no porque le conste el preciso instante en que EDILSON OSSA solicitó dar muerte a ARGEMIRO, lo cual se repite sería una prueba excepcionalísima tratándose de una evidencia contra un determinador, sino porque al sostener bajo juramento que OSSA PEÑA era la persona a quien conocían como “Rubén”, o sea el amigo de JHON “El Gago”, el dueño de la finca, quien llegó a su casa en la camioneta blanca[footnoteRef:9] y le hizo señas a JHON “El Gago” cuando dialogaba en la parte de afuera con su compañero JOSÉ VICENTE, y le entregó el sobre con la plata, se constituyó en prueba directa de un hecho indicador, es decir, que se trata de una prueba autónoma que hace surgir en contra del procesado OSSA PEÑA un indicio de responsabilidad no solo grave sino gravísimo, porque representa lo que se ha dado en llamar un indicio de presencia bien comprometedor al ser ubicado precisamente en la escena en donde estaban dialogando acerca del homicidio JOSÉ VICENTE y JHON “El Gago” en la casa que habitaba JACKELINE; y, por supuesto, nadie ajeno al crimen se iba a presentar en la forma en que aquí se afirma lo hizo EDILSON OSSA, conocido para ese entonces por la testigo como “Rubén”[footnoteRef:10]. [9:  Ese dato es corroborado con el testimonio de EFRÉN CÁRDENAS AGUDELO, hermano del occiso, quien aseguró que EDILSON OSSA efectivamente se movilizaba en una camioneta prado color blanca.]  [10:  La testigo JACKELINE OCAMPO sostuvo que conocía desde antes a EDILSON como “Rubén”, y solo se vino a enterar que su verdadero nombre era EDILSON ALONSO OSSA PEÑA, cuando escuchó su nombre en el calabozo al cual ambos fueron llevados luego de ser capturados.] 


Y valga la siguiente reflexión: Si la testigo JACKELINE OCAMPO hubiese sido preparada por los investigadores del caso, como es lo que aquí se afirma por la bancada de la defensa, para que dijera, no lo que a ella le constaba sino lo que ellos querían, entonces en realidad no tendría sentido que la testigo se refiriera al aquí acusado con el remoquete de “Rubén”, porque de esa manera estaría dejando en vilo su verdadera identidad, sino que lo habría referido sin lugar a dudas por su verdadero nombre, o sea EDILSON. Precisamente por eso a la declarante le correspondió aclarar que si bien siempre supo que esa persona se llamaba “Rubén”, apenas cuando lo vio detenido en el calabozo del Comando a donde fue llevado junto con ella, se enteró que el verdadero nombre era EDILSON OSSA. La pregunta que queda es entonces: ¿por qué o para qué tanta vuelta en el asunto, si todo pudo ser más sencillo en aras de comprometer sin ambages a esa persona?

Lo hasta aquí referido, se insiste, es indudablemente un indicio sumamente grave, que no está huérfano en el plenario porque resulta ser acompañante y corrobora la prueba de referencia que también nace en el testimonio de JACKELINE OCAMPO, y consiste en que ella ofreció información igualmente valiosa en el sentido de haber escuchado en forma personal y directa que: (i) Jhon “El Gago” afirmó que quien había mandado a matar a ARGEMIRO CÁRDENAS había sido “Rubén” (o sea EDILSON) para no pagarle un dinero que le debía a la víctima; (ii) que el mismo JHON “El Gago” estaba afanado para que ese homicidio se realizara rápido porque ya le habían adelantado un pago por ello, y que le debía un favor a “Rubén” –según se dice que porque en una fiesta realizada en la finca de EDILSON le había rayado el carro a éste-; (iii) que era muy importante que al occiso le quitaran de ser posible el celular o el aparato de comunicación que llevaba consigo, que porque ahí existían unos mensajes comprometedores contentivos de discusiones que “Rubén” (o sea EDILSON) había tenido con la víctima JOSÉ ARGEMIRO, por una plata; y (iv) que con posterioridad al homicidio, cuando JOSÉ VICENTE le dijo a JHON “El Gago” que tenía que hablar con la persona que había ordenado el homicidio, éste le dijo que eso no era posible y que “Rubén” le había dejado quinientos mil pesos para que se fueran de la ciudad, y efectivamente así lo hicieron, es decir, se trata de una situación totalmente cierta.

Puede sostenerse además, que ese indicio de presencia, unido a esos datos de referencia, van de la mano de un segundo indicio consistente en el móvil, acerca del cual penetraremos más adelante, con un aditamento importante, que el juez de conocimiento evadió su deber de ingresar al análisis de las causas del crimen, es decir, lo dejó de lado, ya que una vez sostuvo que la prueba existente era de mera referencia, pasó a decir que entonces ya no había necesidad de hacer un estudio acerca del móvil, y en esos términos cerró la posibilidad para otro tipo de motivaciones en su fallo. 

La tercera razón, porque JOSÉ VICENTE, si bien no ratificó en juicio lo sostenido por su compañera JACKELINE, de todas formas no la contradijo; antes por el contrario, dejó en claro que si le hubieran cumplido con el traslado de cárcel como se lo habían prometido, entonces sí hubiera declarado lo que según sostuvo sabía de la responsabilidad de EDILSON OSSA.

Y la cuarta razón, porque bien o mal, así también en gracia de discusión se admitiera como lo sostiene la defensa y el juez de la causa, que el sicario GARCÍA MARULANDA no vio a quien mandó a dar muerte a ARGEMIRO -tal cual lo admitió desde su primera entrevista videograbada- y por lo mismo no estaba en condiciones de reconocerlo en álbum fotográfico, o que el sobre que esa persona llevó no contenía la cantidad de diez millones de pesos dado que existen serias contradicciones en cuanto al verdadero monto de lo que se pagó por el homicidio, aunque a ese respecto valga anotar que el Tribunal llama la atención acerca de un dato importante, y consiste en que el sicario hizo una afirmación bien curiosa porque comentó que si todo salía bien, a él ya lo tenían contratado para la ejecución de otro homicidio en donde la víctima sería un señor que llegaría de España, y cuando se le preguntó que cuánto le iban a pagar por ese otro homicidio, respondió que diez millones de pesos, es decir, que esa suma al parecer es la que acostumbran pagar por un trabajo de esa naturaleza. De todas formas, sea como fuere, repetimos, a JHON ALEXÁNDER JARAMILLO se le debe reconocer al menos una afirmación válida, nada diferente a que él también escuchó por sus propios sentidos cuando se le manifestó por parte de JOSÉ VICENTE que la persona que había mandado a matar al hoy occiso había sido el sujeto que compró la emisora; y, desde luego, aunque en ese momento no sabía de quién se trataba, ese individuo no era nadie diferente a EDILSON OSSA, tal como consta en el contrato que fue estipulado.

Adicionalmente, tampoco le asiste razón al argumento del señor juez según el cual existe contradicción entre el testimonio del sicario JARAMILLO GARCÍA y el rendido por JACKELINE OCAMPO, en cuanto muy a pesar de que ambos refirieron la supuesta presencia de OSSA PEÑA en esa casa, ofrecieron circunstancias de modo distintas. Y no tiene razón el juez de instancia, porque olvidó, tal cual lo puso de presente la delegada fiscal en su recurso, que ambos testigos relataron dos momentos bien diferentes y no se trata de una sola casa en donde hizo presencia el señor EDILSON, sino de dos viviendas, con lo cual, es lógico que sus exposiciones sean distintas; es decir, que mientras JACKELINE hizo alusión a la llegada de esa persona a su casa en la camioneta blanca ANTES del homicidio, o sea cuando apenas se estaba en los preparativos del ilícito, el sicario JARAMILLO GARCÍA por su parte a lo que se refirió fue a la presencia del mismo EDILSON en la camioneta blanca, pero a la casa de alias “Tripas” y DESPUÉS de consumado el delito, concretamente cuando fue a entregar el arma homicida y a recibir el pago. Como quien dice que sin duda alguna en esa parte le asiste razón a la delegada fiscal y fuerza concluir que ese error de entendimiento llevó equivocadamente al juez a desechar una parte importante de la prueba válidamente obtenida en juicio.

De igual modo, está en lo cierto la Fiscalía cuando afirma que la orden de matar al señor ARGEMIRO CÁRDENAS no partió de JHON “El Gago”, porque incluso recuérdese que al decir de JACKELINE OCAMPO, éste llegó diciendo que “ya tenía toda la información acerca de a quién era que tenían que matar”; tampoco de VICENTE quien ni siquiera tenía dinero para costear esa ilicitud y solo actuó precisamente para “ganarse unos pesos”; ni de JACKELINE quien apenas fue una partícipe ocasional en el asunto al prestarse para llevar el arma a la escena del crimen por petición que le hiciera su compañero; ni de WILSÓN LÓPEZ quien sugirió al sicario; ni del personaje fantasmagórico conocido como ALEXÁNDER VILLEGAS quien supuestamente fue el que finalmente presentó a ese sicario a JOSÉ VICENTE; ni mucho menos del ejecutor material del crimen. Así que si existió un determinador, y en eso tampoco cabe la menor duda, tuvo que ser un tercero distinto a todos los ya citados. 

Ahora bien, en lo que atañe con el otro indicio de responsabilidad consistente en el móvil para delinquir, el panorama es el siguiente:

Como se dijo, el juez a quo se marginó de un estudio a ese respecto; la delegada fiscal y la Procuraduría Judicial resaltaron que estaba demostrado que la causa de la muerte violenta de JOSÉ ARGEMIRO CÁRDENAS era el no pago de un dinero que se le adeudaba; entre tanto, la defensa hizo ingentes esfuerzos por sostener que entre su cliente y la víctima no hubo problema alguno, y que la Fiscalía dejó a un lado sin motivo las otras posibles causas del deceso, una de ellas el abuso de un menor por parte del hoy occiso quien según se supo tenía tendencias homosexuales y al parecer no pagó un favor de esa índole, a cuyo efecto la familia del menor estaba muy ofendida; y la otra, un presunto móvil político como quiera que el finado se desempeñaba en esas lides en el municipio de Dosquebradas (Rda.)

Para el Tribunal, la evidencia lo que demuestra en forma fehaciente es que el susodicho móvil fue el no pago de una deuda. Así se afirma porque:

(i) No existe prueba atendible referida a que el hoy occiso hubiera abusado sexualmente de un menor y que por eso se le dio muerte, no solo porque acerca de ese particular no se enseñó denuncia alguna en su contra, sino porque la testigo JACKELINE aclaró en juicio que eso fue un mero sofisma de distracción en un comienzo, pero luego se supo que el verdadero motivo era por no pagarle un dinero que se le estaba adeudando al occiso, e incluso por eso insistían en que a éste le debían quitar el aparato de comunicación que llevaba consigo, porque allí existían mensajes referidos a una discusión entre “Rubén” y ARGEMIRO CÁRDENAS.

(ii) Esa manifestación de la testigo JACKELINE coincide con el contenido de la primera entrevista videograbada al sicario JARAMILLO GARCÍA, quien sostuvo que se enteró por el comentario que le hizo JOSÉ VICENTE que quien había ordenado la ejecución del homicidio había sido la persona que compró la emisora para no pagarle doscientos millones de pesos que se le debían. A su turno, todo ello coincide con los datos ofrecidos en juicio por el propio JOSÉ VICENTE, testigo que si bien no quiso involucrar a nadie en particular, al menos fue claro en ciertas aseveraciones que sí comprometen, concretamente cuando confirmó que el motivo aducido era el no pago de una plata sin dar más detalles al respecto, y agregó que quienes ordenaron el homicidio estaban furiosos porque no le habían quitado el celular al occiso dado que allí había conversaciones referidas a un dinero que se le debía al finado, aunque asegura que no supo a qué se estaba haciendo referencia con ello. Incluso agregó en juicio, que si se hubiera tratado de un violador él ni siquiera hubiera cobrado por eso, porque asegura que odia a los violadores, y ya se sabe que por este delito JOSÉ VICENTE sí recibió un pago. 

(iii) Está claro que esa persona que compró la emisora y le debía una alta suma de dinero al señor CÁRDENAS AGUDELO, era EDILSON OSSA PEÑA, según consta en el contrato que fue allegado como prueba estipulada.

(iv) El procesado OSSA PEÑA al hacer dejación de su derecho a guardar silencio declaró en juicio y se sometió al contrainterrogatorio de la Fiscalía, a cuyo efecto luego de indicar que efectivamente vivía en una finca, admitió no solo el contrato de la compra de los equipos y espacios radiales de la emisora que gerenciaba CÁRDENAS AGUDELO, sino que en verdad no le había pagado al finado la suma de quinientos millones de pesos cuyo plazo según el contrato ya había vencido cuando aún estaba con vida el hoy occiso. Y la justificación que ofreció respecto a los pormenores del susodicho contrato no es muy convincente, como quiera que si bien rescató que no hubo problemas entre él y el occiso, no supo explicar razonablemente el motivo por el cual no le pagó esa gruesa suma de dinero dentro del plazo señalado en el contrato, ya que sobre el particular lo que indicó es que ARGEMIRO andaba de viaje en Panamá, debían realizar una Asamblea de “amigos por Dosquebradas” en la cual iba a anunciar su nueva condición de gerente, y debían salir unos miembros de la junta, pero que como todo era camaradería entonces las cosas no se concretaron; es decir, que todo se fue quedando así sin mayor problema hasta el momento del deceso. Lo dicho, no sin antes sostener que ARGEMIRO estaba pasando por dificultades económicas, lo cual es cierto porque incluso tenía embargada una casa en Santa Rosa de Cabal, aunque sin embargo refirió haberle colaborado supuestamente con catorce millones para la adquisición de un vehículo nuevo para el compañero sentimental.

(v) La delegada fiscal hizo énfasis, y ello también es cierto, que a consecuencia de la muerte de CÁRDENAS AGUDELO el señor EDILSON salió favorecido económicamente en esa negociación. Y no solo eso, sino que según lo expresó en juicio el señor EFRÉN CÁRDENAS, hermano del difunto, el comportamiento de OSSA PEÑA siempre fue muy extraño, porque: a)- quiso aprovecharse de las circunstancias para no pagar los gastos a los cuales estaba comprometido con la emisora–según sostuvo: cánones de arrendamiento, parafiscales, y salario de empleados; aunque EDILSON sostiene que solo dejó de pagar lo que fueron cánones de arrendamiento-; b)-dijo mentiras ante el alcalde de Dosquebradas DIEGO RAMOS a quien pretendía vincular como socio, y de paso quedarse con un dinero (cien millones) que entregó un sujeto recomendado por el citado alcalde y a quien nunca le reintegró esa cantidad; y c)-que con posterioridad al homicidio el colateral de ARGEMIRO CÁRDENAS fue abordado por unos sujetos quienes lo amenazaron a nombre de los amigos de EDILSON, hecho que denunció ante la Fiscalía.

Como se observa, se trata de un sinnúmero de anotaciones todas ellas procedentes de diferentes orígenes y encausadas hacia una misma comprobación: que el móvil de la muerte fue el no pago de una deuda contraída con el occiso. Y a ello corresponde darle credibilidad, porque si bien la defensa trae como argumento que su cliente nada se ganaba con darle muerte a ARGEMIRO porque éste no era quien figuraba como dueño de la emisora, ya que quien aparecía como titular era una sobrina de él, lo cual es verdad, la realidad enseña que lo que había vendido el hoy occiso eran los equipos de la Emisora y los espacios radiales, y esos, según se informó, sí le pertenecían.

Todo lo argumentado hace comprender las razones por la cuales en criterio del Tribunal lo que subsiste como prueba válida en la actuación es suficiente para pregonar que no se ve cómo pueda soslayarse el contenido incriminatorio de parte de la testigo JACKELINE OCAMPO, es decir, que la Corporación no encuentra elementos de juicio para poder desvirtuar el señalamiento que hace la testigo en contra del acusado OSSA PEÑA, ni tampoco para desconocer los restantes medios de convicción que corroboran ese cargo.  

· Otras notas marginales que ratifican la posición del Tribunal en relación con los argumentos de la defensa:

(i) Asegura el defensor que la investigación se hizo al revés, porque mucho antes de entrevistar al sicario ya los investigadores contaban con la información que poseían los familiares del occiso respecto de EDILSON. Sobre el particular hay que decir que las investigaciones no tienen un revés o un derecho, pero asumiendo que esta fue al revés, entonces no se entiende la razón por la cual en su primera entrevista el sicario no ofreció expresamente el nombre de EDILSON previo un tal aleccionamiento.

(ii) Que esto fue un “falso positivo” porque se aprovecharon de la condición de analfabetismo del sicario, y lo pusieron a decir y a señalar a quien no conocía en las dos siguientes entrevistas que no fueron videograbadas sino escritas. Respecto a ese punto el Tribunal dirá que es cierto, es decir, es extraño que los investigadores no filmaran esas dos siguientes entrevistas como sí lo hicieron en la primera, e incluso se realizaron sin contar con la presencia del fiscal del momento porque tuvo problemas para asistir; sin embargo, tómese en cuenta que el Tribunal efectuó su análisis contando con lo sostenido por el sicario en la primera entrevista, cuidándose de no incurrir en el yerro que desde siempre anunció el defensor. Pero aun así, la conclusión sigue siendo la misma, esto es, que necesariamente el análisis del conjunto de la prueba, como corresponde, nos obliga a la imposición de un fallo de condena. Y valga recordar aquí que acerca de los “falsos positivos” ha dicho la jurisprudencia que no es válida su mención para formar una regla de experiencia acerca del proceder oficial.[footnoteRef:11] [11:  La presunción de un actuar para lograr un “falso positivo” por parte de las autoridades de policía, lo ha descartado la jurisprudencia nacional al concluir que no puede tomarse como una regla de la experiencia. Textualmente se dijo a ese respecto por la Sala de Casación penal en auto del 21-04-10, radicación 32279, lo siguiente: “Viene sosteniendo la jurisprudencia de esta Sala lo siguiente: “Las reglas de la experiencia se configuran a través de la observación e identificación de un proceder generalizado y repetitivo frente a circunstancias similares en un contexto temporo-espacial determinado. Por ello, tienen pretensiones de universalidad, que sólo se exceptúan frente a condiciones especiales que introduzcan cambios en sus variables con virtud para desencadenar respuestas diversas a las normalmente esperadas y predecibles. Así las cosas, las reglas de la experiencia corresponden al postulado “siempre o casi siempre que se presenta A, entonces, sucede B”, motivo por el cual permiten efectuar pronósticos y diagnósticos. Los primeros, referidos a predecir el acontecer que sobrevendrá a la ocurrencia de una causa específica (prospección) y los segundos, predicables de la posibilidad de establecer a partir de la observación de un suceso final su causa eficiente (retrospección). Por el contrario, resulta nítido los yerros del defensor, al postular como reglas de la experiencia, situaciones eventuales, contingentes y particulares –desde luego con una verdadera connotación social- pero aisladas del comportamiento laboral de los uniformados, al no poderse predicar jamás que las actuaciones de todos los miembros de las fuerzas armadas se ajustan a los falsos positivos”. -negrillas excluidas del texto-
] 

(iii) Decir que en la entrevista inicial el sicario también fue preparado o manipulado, y que en cambio lo sostenido en juicio fue totalmente verdadero e incluso con el calificativo de valiente que porque le cantó en la cara a los funcionarios sus desafueros, no es una aseveración fidedigna con los registros. Y no lo es porque es evidente que el sicario sí fue sincero en ese primer interrogatorio por todas las razones que ya quedaron expuestas, en cambio en el juicio adoptó una actitud displicente, evasiva, totalmente desprovista del mínimo interés por contar lo sucedido, aunque al menos sincera cuando admitió que sí había dicho la verdad en ciertas cosas. Y unas de esas cosas ciertas que dijo, a no dudarlo, es que escuchó de labios del “Moreno” -o sea VICENTE- que quien había mandado a matar a la víctima era el señor que le compró la emisora por no pagarle una plata, aunque no le supiera el nombre para ese momento. 

(iv) Sostener que la Procuradora se equivoca cuando indicó la forma como se debe proceder en los casos de retractación, en cuanto según el defensor lo que corresponde según la jurisprudencia es obtener “prueba de corroboración”, no es correcto, y no lo es porque la exigencia de prueba de corroboración es para los casos de la prueba de referencia, ya que tratándose de la retractación lo válido es optar por una u otra exposición según un cotejo acorde con las reglas de la sana crítica, es decir, acoger la que más confiabilidad ofrezca, pero tomando siempre como referente los reales o potenciales motivos que pudo tener el testigo para retractarse.

(v) Que la entrevista de JOSÉ VICENTE no se podía valorar porque fue rechazada su introducción por el juez, así que solo es válido tener en cuenta lo vertido por el testigo en juicio. Eso es cierto, y precisamente por eso el Tribunal también tuvo el cuidado de no incursionar en los dichos del testigo en su inicial entrevista y se acopló a lo afirmado por él en la audiencia del juicio oral. Lo cual no le impide al Tribunal indicar ahora que el manejo de esa evidencia fue bien extraño: primero porque no se entiende la razón por la cual la Fiscalía no solicitó su ingreso extemporáneo por la vía de una prueba sobreviniente como quiera que la obtuvo con posterioridad a la formulación de la acusación; y lo segundo, porque no obstante la negativa de la incorporación de esa entrevista por parte del juez como testimonio adjunto, de todas formas el funcionario permitió que se proyectara de manera completa esa grabación en el desarrollo del juicio con la anuencia de todos los presentes, e incluso se utilizó finalmente como medio para impugnar la credibilidad del testigo, sin problema alguno.

(vi) Que de todas formas se debe tener en cuenta que JOSÉ VICENTE LÓPEZ dijo la verdad en el juicio -asegura el defensor- como retaliación porque no le quisieron dar el traslado que pedía. Aseveración que el Tribunal observa bien extraña, porque cómo así que si le hubieran cumplido con el traslado que pedía, entonces ahí sí hubiera mentido; cuando es todo lo contrario a lo que el propio testigo manifestó en juicio, porque lo que JOSÉ VICENTE dijo en la audiencia es que si le hubieran dado ese traslado, entonces sí se hubiera atrevido a contar todo lo que le constaba acerca de la participación en este crimen por parte de EDILSON OSSA, pero como no le cumplieron entonces prefirió callar a la espera de que su deseo lo hicieran realidad. Como quien dice que si no le dan nada, entonces él tampoco, pero cosas buenas y verdaderas, no falsas, porque si algo tuvieron que aceptar finalmente los testigos en el juicio a raíz de una pregunta que les hizo la delegada Fiscal, es que lo que quería la Fiscalía de ellos era que hablaran con la verdad, así fuera con la promesa de recibir algo a cambio, pero jamás que dijeran mentiras.

(vii) No es desconocido que JACKELINE en su entrevista inicial no quiso hablar de todo lo que sabía, como sí lo hizo cuando se decidió a acogerse al principio de oportunidad; y eso no es un secreto, y no lo es precisamente porque ella es quien aclara el cambio en su exposición al expresar las razones que tuvo para obrar en uno y otro sentido. Y para el Tribunal es totalmente admisible y comprensible que una persona en un primer momento se guarde información que no solo compromete a otros sino a ella misma, pero que con posterioridad, cuando conoce los beneficios que le puede acarrear una actitud favorable con los fines de la justicia, acorde con las reglas que orientan el derecho premial, cambie de posición.
 
(viii) Por último sostiene la defensa que la testigo JACKELINE anunció en su declaración que el móvil fue otro, porque “El Gago” le dijo a VICENTE que lo iban a matar porque “era un viejo cacorro que le gustaba estar con chinos y no les pagaba la plata”. Y eso es verdad, la testigo así lo dijo, pero a renglón seguido aclaró que si bien así se los hicieron saber en un comienzo, luego se enteraron que la realidad era otra y que el verdadero motivo por el que lo mataron era por no pagarle un dinero que le debían; es decir, que el dato coincide con lo afirmado por el sicario en su primera intervención. Y al respecto también es importante recordar que cuando se le pregunta a VICENTE en el juicio si era verdad que había hablado con JACKELINE algo acerca de la participación de EDILSON en este ilícito, lo que sorpresivamente respondió es que “no recordaba haberlo hecho”, es decir, no se atrevió a contradecirla como era lo esperado, y mejor optó por no comprometerse.

Tercera conclusión: El Tribunal revocará la absolución decretada en la persona de EDILSON ALONSO OSSA PEÑA, y en su lugar proferirá condena en calidad de determinador del homicidio, en acatamiento a lo solicitado tanto por la Fiscalía General de la Nación como por la agencia del Ministerio Público.

Punibilidad 

En acatamiento a lo establecido en el artículo 61 C.P., los cuartos de movilidad para el delito de homicidio con circunstancias de agravación punitiva por el que fuera acusado el señor OSSA PEÑA, son: un cuarto mínimo que va de 400 a 450 meses de prisión, un primer cuarto medio que oscina entre 450 meses 1 día y 500 meses, un segundo cuarto medio que va de 500 meses 1 día a 550 meses, y un cuarto máximo que oscina entre 550 meses 1 día y 600 meses de prisión. 

La Colegiatura debe ubicarse en los cuartos medios como quiera que existen tanto circunstancia de agravación punibilidad (la coparticipación criminal) como de atenuación punibilidad (la ausencia de antecedentes penales), al tenor de lo dispuesto en el citado artículo 61 ibidem; siendo así, la pena debe oscilar en su graduación en el rango entre 450 meses 1 día y 550 meses de prisión.

Atendiendo los parámetros de ponderación indicados por el juez de primer grado para los restantes copartícipes, de igual modo la Corporación acogerá el límite mínimo de los cuartos medios para el caso del acá sentenciado, a consecuencia de lo cual la pena a imponer será la de CUATROSCIENTOS CINCUENTA (450) MESES y UN (1) DÍA DE PRISIÓN, que equivalen a TREINTA Y SIETE (37) AÑOS, SEIS (6) MESES, UN (1) DÍA DE PRISIÓN. 

De conformidad con lo establecido en los artículos 43 numeral 1º, 44, 51 inciso 1º, y 52 inciso 3º C.P., la pena accesoria que corresponde es la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un período máximo de veinte (20) años, razón por la cual se comunicará lo pertinente a la Registraduría Nacional del Estado Civil y a la Procuraduría General de la Nación para los fines que correspondan a sus competencias.  

Subrogados y sustitutos

Por el monto de la pena impuesta y por la gravedad del punible atribuido, el sentenciado OSSA PEÑA no puede acceder a ningún beneficio liberatorio por expresa prohibición legal; en consecuencia, hay lugar a librar la correspondiente orden de captura para hacer efectiva la sanción privativa de la libertad impuesta.

ANOTACIÓN FINAL

Todos los integrantes de esta Sala de Decisión estamos de acuerdo con cada una de las decisiones que aquí se adoptan. Sin embargo, como quiera que la determinación del Tribunal no es definitiva ya que lo fallado en esta segunda instancia admite recursos, se hace constar que mientras la Sala mayoritaria considera que contra lo decidido procede el recurso extraordinario de casación, uno de los magistrados, concretamente el Dr. MANUEL YARZAGARAY BANDERA, es del criterio que en lo que tiene que ver con la revocatoria del fallo absolutorio procede el recurso ordinario de apelación y no el de casación, y por ese particular motivo aclarará su voto. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), en Sala de Decisión Penal, 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de condena proferida en contra del procesado WILSON LÓPEZ HINCAPIÉ, en calidad de cómplice en el punible de homicidio agravado, en los términos y condiciones indicados por el juez de primera instancia. 

SEGUNDO: SE CONFIRMA la sentencia de condena proferida en contra del procesado ENRIQUE GARCÍA MARULANDA, en calidad de coautor en el punible de homicidio agravado, en los términos y condiciones indicados por el juez de primer grado.

TERCERO: SE REVOCA el fallo absolutorio proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) a favor del acusado EDILSON ALONSO OSSA PEÑA.

CUARTO: SE CONDENA al acusado EDILSON ALONSO OSSA PEÑA identificado con cédula de ciudadanía No 18.618.998 expedida en Santa Rosa de Cabal (Rda.), en calidad de determinador del homicidio agravado en la persona de JOSÉ ARGEMIRO CÁRDENAS AGUDELO, a la pena principal privativa de la libertad de CUATROSCIENTOS CINCUENTA (450) MESES y UN (1) DÍA DE PRISIÓN, que equivalen a TREINTA Y SIETE (37) AÑOS, SEIS (6) MESES, UN (1) DÍA DE PRISIÓN, por las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia.  

QUINTO: SE CONDENA a EDILSON ALONSO OSSA PEÑA a la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, por un período máximo de veinte (20) años, decisión que se comunicará a la Registraduría Nacional del Estado Civil y a la Procuraduría General de la Nación, para los fines de su competencia.

SEXTO: Por expresa prohibición legal SE DECLARA que el sentenciado EDILSON ALONSO OSSA PEÑA no tiene derecho a ninguna clase de subrogado y/o sustituto; en consecuencia, deberá purgar la pena impuesta en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario que designe el INPEC, para cuyo efecto se librará la correspondiente orden de captura 

SÉPTIMO: Una vez ejecutoriado el presente fallo, se enviará copia al Juzgado de Ejecución de Penas y Medida de Seguridad competente, con el fin de que entre a vigilar el cumplimiento de la condena impuesta.

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.


Los Magistrados, 



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE	       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ



MANUEL YARZAGARAY BANDERA
				         -aclara el voto-


El Secretario de la Sala,


MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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